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San Luis Potosí, San Luis Potosí, siete de agosto de dos mil veinticuatro. 

V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2023/SS-1, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el veintinueve de noviembre de dos mil veintitrés por **********, en su carácter de apoderada legal de la persona moral ********** parte actora, en contra de la resolución de veinticuatro de octubre de dos mil veintitrés, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo **********/2023/2; turnado a ésta Sala Superior el uno de diciembre siguiente, mediante oficio **********, signado por la Magistrada de dicha Sala Unitaria; y,

R E S U L T A N D O

I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.-  Por las razones expuestas en el considerando Cuarto de la presente resolución, se decreta el SOBRESEIMIENTO  del presente juicio.
...”

II.- Inconforme con la referida determinación, **********, con el carácter indicado en párrafos precedentes, interpuso recurso de apelación, por escrito presentado el veintinueve de noviembre de dos mil veintitrés, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el uno de diciembre siguiente; atendiendo a que por auto de treinta del mismo mes y año, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación y el expediente **********2023/2.

III.- Por acuerdo de seis de diciembre de dos mil veintitrés
, se admitió a trámite el recurso de apelación, planteado por **********, con el carácter referido; así mismo, se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de cuenta a la autoridad demandada Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

IV.- En auto de ocho de enero de dos mil veinticuatro
 se recibió escrito de la autoridad demandada por medio del cual desahogó la vista en el término otorgado en el auto de admisión, respecto al recurso de apelación planteado por la parte actora; y visto el estado procesal que guardaban los autos, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer de los recursos de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.

SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal. 

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.

Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO.- Legitimación. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de **********, en su carácter de apoderada legal de la persona moral ********** parte moral actora en el juicio génesis, personalidad que le fue reconocida en el juicio de origen, en auto de once de abril de dos mil veintitrés
.
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el artículo 153, primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí,
 toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada a la parte actora el seis de noviembre de dos mil veintitrés, por lo que dicha notificación surtió efectos el siete siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del ocho al veintinueve de noviembre del año próximo pasado; siendo que en ese lapso no deben contarse los días once, doce, dieciocho, diecinueve, veinticinco y veintiséis de noviembre todos de dos mil veintitrés, debido a que fueron sábados y domingos; así como el veinte de noviembre del citado año, por haberse declarado la suspensión de labores de este Tribunal, con motivo del 113 Aniversario de la Revolución Mexicana, por lo que, si el recurso de apelación se presentó el veintinueve de noviembre del año próximo pasado, se patentiza se interpuso con la debida oportunidad.

QUINTO. Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la parte apelante, se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala Superior procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior considera que el recurso de apelación interpuesto por **********, en su carácter de apoderada legal de la persona moral ********** parte moral actora en el juicio génesis, es procedente, por las siguientes consideraciones. 
Marco normativo.
En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el juicio por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, en el caso de que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia, violaciones procesales y resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado.

En este sentido, del análisis realizado a las constancias que remite la Sala de Origen, se advierte que en sentencia de veinticuatro de octubre de dos mil veintitrés, se decretó el sobreseimiento del juicio, respecto del acto impugnado que el actor  hizo consistir en:

“La determinación del crédito fiscal contenida en la cláusula QUINTA  del CONVENIO DE INCORPORACIÓN NÚMERO C.C. ********** expediente ********** de fecha 9 de febrero de 2023 en que aplicaron de manera indebida las cuotas y tarifas establecidas en los artículos 13 (conexión y servicio de tratamiento de aguas residuales), y 18 (cuotas o tarifas por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí), de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.,  para el Ejercicio Fiscal 2023, publicado en el Periódico Oficial del Estado del 27 de diciembre de 2022; ya que se efectuó indebidamente un cobro doble por la incorporación del Desarrollo “**********”, ubicado en la Calle **********.

Sobre el particular es necesario precisar que la resolución determinante del crédito fiscal no es materia de convenio ya que se trata de un acto de autoridad y corresponde unilateralmente al Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado. Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez

Por lo que únicamente es materia de convenio es el pago del crédito fiscal en parcialidades tal y como se encuentra expresado en la cláusula SEXTA de CONVENIO DE INCORPORACIÓN, se refiere únicamente al pago en parcialidades”

Asimismo, el accionante en el juicio génesis precisó las siguientes pretensiones:

“1.- La declaratoria de ILEGALIDAD E INVALIDEZ de la determinación del crédito fiscal QUINTA  del CONVENIO DE INCORPORACIÓN NÚMERO C.C. ********** expediente ********** de fecha 9 de febrero de 2023 en que aplicaron de manera indebida las cuotas y tarifas establecidas en los artículos 13 (conexión y servicio de tratamiento de aguas residuales), y 18 (cuotas o tarifas por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí), de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.,  para el Ejercicio Fiscal 2023, publicado en el Periódico Oficial del Estado del 27 de diciembre de 2022; ya que se efectuó indebidamente un cobro doble por la incorporación del Desarrollo “**********”, ubicado en la Calle **********.

2.- La declaratoria de NULIDAD de la determinación del crédito fiscal QUINTA  del CONVENIO DE INCORPORACIÓN NÚMERO C.C. ********** expediente ********** de fecha 9 de febrero de 2023, donde se determina como cantidad liquida a pagar de $1,138,520.48 (Un millón ciento treinta y ocho mil quinientos veinte pesos 48/100 M.N.); por concepto de pago de derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí por la incorporación del Desarrollo “**********”, ubicado en la Calle **********; para el efecto de que se emita una nueva resolución determinante del crédito fiscal, y en consecuencia se modifique la cantidad liquida a pagar, ajustándose a la aplicación estricta de las disposiciones fiscales aplicables al caso, eliminando el doble cobro de derechos, así como el cobro indebido por concepto de tratamiento de aguas residuales; derivado de esto, se realice la suscripción de un convenio que modifique la cantidad liquida a pagar establecida en la Cláusula QUINTA del CONVENIO DE INCORPORACIÓN NÚMERO C.C. ********** expediente ********** de fecha 9 de febrero de 2023, y LA DEVOLUCIÓN A MI REPRESENTADA DE LAS CANTIDADES PAGADAS EN EXCESO O EN DEMASÍA EN TÉRMINOS DE LA CLÁUSULA SEXTA DEL CONVENIO, QUE DERIVEN DE DICHO AJUSTE, es decir se demanda también la devolución del pago de lo indebido, así como los intereses y actualizaciones que se generen en términos del código Fiscal del Estado.”
De lo anterior se deduce, que este asunto es de cuantía determinada; el cual asciende al anteriormente señalado.

Por su parte, el artículo 152, fracción I, del Código Procesal de la materia, establece como requisito de procedencia, para los asuntos de cuantía determinada, como en el caso, que ésta exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad y Medida de Actualización vigente al momento de la emisión de la sentencia.

Luego, la sentencia que aquí se recurre se emitió el veinticuatro de octubre de dos mil veintitrés, por lo que de una consulta a la página del Instituto Nacional de Estadística y Geografía
, se advierte que en dicha data, el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización ascendía a $103.74 (ciento tres pesos 74/100 moneda nacional).

Así las cosas, si se toma en consideración que el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización asciende a $103.74 (ciento tres pesos 74/100 moneda nacional), multiplicado por mil quinientos, en razón de que acorde a lo dispuesto por la fracción I, del artículo 152 del Código Procesal Administrativo del Estado, la cuantía debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la UMA, para la procedencia de la apelación-, arroja el total de $155,610.00 (ciento cincuenta y cinco mil seiscientos diez pesos 00/100 moneda nacional).

Lo anterior se refleja de la siguiente forma:

Valor diario UMA 2022: $103.74
Operación: 103.74 X 1500= $155,610.00
En esta tesitura, si la cuantía determinada, en el juicio contencioso en trato asciende a **********por concepto de pago de derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí por la incorporación del desarrollo**********; resulta superior a la requerida por la fracción I, del referido numeral 152, la cual dispone que debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la resolución de sentencia, es decir superior a $155,610.00 (ciento cincuenta y cinco mil seiscientos diez pesos 00/100 moneda nacional).

De lo anterior se advierte, que el recurso intentado por la parte actora resulta procedente en atención a que el monto de la litis rebasa el que establece la fracción I, del multicitado artículo 152 del Código Procesal de la materia.

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.”
SÉPTIMO. Antecedentes. Previo a entrar al estudio de los agravios, se procede a realizar una síntesis de los datos que antecedieron al dictado de la resolución recurrida.
I. Mediante auto de once de abril de dos mil veintitrés
, dictado en el juicio de origen, se tuvo por recibido escrito firmado por **********en su carácter de apoderada legal de la persona moral **********, por el cual demandó del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), el acto que hizo consistir en:

“La determinación del crédito fiscal contenida en la cláusula QUINTA  del CONVENIO DE INCORPORACIÓN NÚMERO C.C. ********** expediente ********** de fecha 9 de febrero de 2023 en que aplicaron de manera indebida las cuotas y tarifas establecidas en los artículos 13 (conexión y servicio de tratamiento de aguas residuales), y 18 (cuotas o tarifas por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí), de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.,  para el Ejercicio Fiscal 2023, publicado en el Periódico Oficial del Estado del 27 de diciembre de 2022; ya que se efectuó indebidamente un cobro doble por la incorporación del Desarrollo “**********”, ubicado en la Calle **********.

Sobre el particular es necesario precisar que la resolución determinante del crédito fiscal no es materia de convenio ya que se trata de un acto de autoridad y corresponde unilateralmente al Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado. Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez

Por lo que únicamente es materia de convenio es el pago del crédito fiscal en parcialidades tal y como se encuentra expresado en la cláusula SEXTA de CONVENIO DE INCORPORACIÓN, se refiere únicamente al pago en parcialidades”

Asimismo, se admitió a trámite la demanda de referencia y se ordenó emplazar a las autoridades demandadas para que produjeran su contestación.
II. En acuerdo de veinticinco de mayo de dos mil veintitrés,
 el órgano jurisdiccional de origen, tuvo a ********** en su calidad de Directora Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), por contestando la demanda y se señalaron las doce horas del veintidós de junio del año próximo pasado, para la celebración de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III. En la fecha y hora señalada en el párrafo anterior, se llevó a cabo la audiencia de ley, se desahogaron las pruebas ofrecidas y admitidas por las partes y se citó
 para resolver el juicio contencioso administrativo **********/2023-2.

IV. Mediante sentencia de veinticuatro de octubre de dos mil veintitrés, la Segunda Sala Unitaria, decretó el sobreseimiento del juicio, con fundamento en los artículos 228 fracción X y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado.
La anterior determinación constituye la materia de impugnación. 

OCTAVO.- Estudio. Los agravios que hace valer el recurrente, son parcialmente fundados pero suficientes para revocar la determinación apelada, como enseguida se verá.

Como ya se dijo en la sentencia veinticuatro de octubre de dos mil veintitrés, dictada por la Segunda Sala Unitaria en los autos del expediente **********/2023-2, decretó el sobreseimiento del juicio, con fundamento en los artículos 228 fracción X y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado, apoyando su determinación en las siguientes consideraciones.

En primer término precisó, que previo al estudio de los conceptos de impugnación, analizaría si se actualizaba alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, de las que contemplan los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado, habida cuenta que, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose de resolver sobre el fondo de la controversia: y que en el caso, advertía la configuración de la causal de improcedencia prevista en el artículo 228 fracción X, del citado Código.
Que de lo relatado en el escrito de demanda así como de los anexos que acompañó el accionante, se desprendía que señaló como acto impugnado el convenio de pago y contrato por la prestación de servicios de drenaje sanitario y tratamiento, firmado el nueve de febrero de dos mil veintitrés, y que además, la actora refirió que en dicho convenio en la cláusula quinta el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), le determinó un crédito fiscal por la cantidad de $1,138,520.48 (un millón ciento treinta y ocho mil quinientos veinte pesos 48/10 M.N.) por concepto de derecho de conexión, drenaje sanitario, suministro e instalación de medidores, por servicios de infraestructura, para derechos de extracción e infraestructura adicional por diversas tomas de agua potable e igual número de descargas sanitarias.
Además destacó, que de conformidad con los artículos 7 y 28 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, el Tribunal tiene competencia para conocer de los juicios que se promuevan en contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos que ahí se precisan.
Que entonces, la competencia del Tribunal, no constituía una potestad procesal contra todo acto, al tratarse de un mecanismo de jurisdicción restringida donde la procedencia de la vía está condicionada a que, entre otros, los actos o resoluciones de las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, tengan el carácter de resoluciones administrativas definitivas, o actos que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en perjuicio del gobernado y aquellas enunciadas en los citados numerales.
Por otra parte, la Sala Resolutora estableció que en las clausulas quinta y sexta del convenio de nueve de febrero de dos mil veintitrés, no se advertía que el Organismo Operador, hubiera emitido un crédito fiscal a cargo de la parte actora, sino que se trataba de un acuerdo de voluntad de las partes signantes; y que no veía desplegada la unilateralidad de la autoridad en el sentido de imponer una determinación, pues conllevaba, establecer condiciones para la prestación de servicios de drenaje sanitario en favor de la parte accionante.
Destacó además, que el artículo 1628 del Código Civil para el Estado de San Luis Potosí, dispone que un convenio, es un acuerdo de dos o más personas para crear, transferir, modificar o extinguir obligaciones; por lo que, estableció que el convenio de nueve de febrero de dos mil veintitrés celebrado entre la autoridad demandada y el actor, no configuraba por sí, un acto susceptible de impugnación, debido a que se constituyó como un acuerdo entre las partes que lo suscribieron en sus términos.
Asimismo, estableció que en dicho convenio no existía una declaración unilateral de voluntad externa, concreta ni ejecutiva de la administración pública en ejercicio de sus facultades ni se ponía fin a un procedimiento de forma expresa.

Por lo que, la Segunda Sala determinó que no se actualizaba ninguna de las hipótesis normativas que dotaran de competencia a ese Órgano Jurisdiccional, de acuerdo con establecido en las fracciones I y XX del artículo 3° del Código de la materia.

Aunado a que, conforme a los artículos 18 del Código Fiscal del Estado y 27 de la Ley de cuotas y tarifas para la prestación de servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, saneamiento y disposición final de aguas residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., para el ejercicio fiscal 2023, son considerados como créditos fiscales los adeudos con cargo a los usuarios en favor del organismo operador, derivado de la Ley de la materia; y que, del convenio de referencia y constancias de autos, no advertía documento donde se concretara un adeudo en perjuicio de la moral actora, por la autoridad demandada. 
Y así, la A quo concluyó que se impugnó un acuerdo de voluntades, consistente en un convenio, signado por las partes a conformidad, que no existía una determinación de un crédito fiscal y, que no advertía acto o resolución emitida por la autoridad demandada que le causara perjuicio a la parte actora; por tanto, no se actualizaba el supuesto de procedencia que prevé la facultad jurisdiccional del Tribunal.
Invocando como sustento a lo anterior, la tesis aislada 2a. X/2003, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de la siguiente voz: “TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. "RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS DEFINITIVAS". ALCANCE DEL CONCEPTO A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 11, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY ORGÁNICA DE DICHO TRIBUNAL.”
Y en consecuencia, con fundamento en los artículos 228 fracción X y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado, la Segunda Sala Unitaria declaró el sobreseimiento del juicio.

Contra lo anteriormente decidido por la Resolutora de origen, la parte impugnante vertió los siguientes agravios:

Que el fallo recurrido no se encuentra debidamente fundado y motivado, pues refiere que la A quo realizó una indebida interpretación de las disposiciones legales, entre ellas del artículo 159 de la Ley de Aguas del Estado, que sirvió de base para la celebración del convenio de nueve de febrero de dos mil veintitrés, y que no estudió de manera completa e integral la demanda y su anexos.
Afirma, que la interpretación hecha por la Segunda Sala Unitaria al artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en el sentido de que la competencia del Tribunal se circunscribe a que los actos o resoluciones tengan el carácter de resoluciones definitivas o actos que pongan fin a un procedimiento, no atiende en su totalidad el contenido de dicho artículo y que conforme al artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la interpretación de normas debe ser en sentido estricto y apegada a la letra de la Ley con lo que se otorga la mayor protección al justiciable en el derecho humano de acceso a la justicia y se cumple con el principio “pro persona”.
En apoyo a lo anterior, el recurrente cito las tesis aisladas de rubro: “PRINCIPIO PRO PERSONAE. EL CONTENIDO Y ALCANCE DE LOS DERECHOS HUMANOS DEBEN ANALIZARSE A PARTIR DE AQUÉL.”  Y “PRINCIPIO PRO HOMINE. VARIANTES QUE LO COMPONEN.”
También refiere, que el convenio de incorporación ********** de nueve de febrero de dos mil veintitrés, fue efectuado por el Organismo demandado en su calidad de autoridad y en sus funciones de derecho público con la finalidad de satisfacer el interés general, respecto del pago de contribuciones, específicamente de derechos por las cuotas y tarifas por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos, a que se refiere el artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales para el ejercicio fiscal 2023, que tienen la naturaleza jurídica de créditos fiscales, cuya determinación se efectuó unilateralmente por el INTERAPAS, conforme a lo dispuesto por el artículo 159 de la Ley de Aguas del Estado.
Por lo que señala, que sí se trata de un acto administrativo, que es definitivo, ya que en términos de la Ley no admite recurso administrativo, y aun de considerar que procediera el recurso previsto en el Código de la materia, este es optativo al juicio contencioso administrativo, como lo dispone el artículo 223 de dicha norma.
Asimismo menciona, que del contenido del citado convenio, se advierte que fue suscrito en términos del artículo 159 de la Ley de Aguas para el Estado, y no en términos del artículo 1628 del Código Civil para el Estado de San Luis Potosí como lo estableció la Resolutora.
Por lo tanto dice, que la determinación impugnada no está debidamente fundada y motivada, pues no tiene congruencia con la litis planteada en el juicio de origen, y se sustenta en el análisis de una disposición que no fue parte del sustento legal del convenio, concretamente el artículo 1628 del Código Civil para el Estado de San Luis Potosí, ya que el mismo fue suscrito en términos del mencionado artículo 159 de la Ley de Aguas para el Estado, por el Organismo Operador Intermunicipal, de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, en su calidad de autoridad y en sus funciones de derecho público con la finalidad de satisfacer el interés general, y no como un ente de derecho privado.
Por otro lado, estima que le irroga prejuicio que el fallo recurrido adolece de congruencia, pues las definiciones contenidas en el artículo 3° del Código Procesal Administrativo del Estado, dan sentido a las disposiciones contenidas en dicho Código, y no resultan ser idóneas para definir la competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado, toda vez que se encuentra en la Ley Orgánica.
Finalmente, la parte accionante, aquí recurrente, señala que la Segunda Sala Unitaria no fundó y motivó debidamente la sentencia reclamada, toda vez que, no existe congruencia con la litis planteada en el juicio y se sustentó en el análisis de un elemento exógeno al convenio de incorporación multireferido, concretamente el artículo 1628 del Código Civil para el Estado de San Luis Potosí, que no fue parte de su fundamento legal, pues el mismo fue suscrito en términos del artículo 159 de la Ley de Aguas para el Estado, por el Organismo Operador Intermunicipal, de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, en su calidad de autoridad y en sus funciones de derecho público con la finalidad de satisfacer el interés general, y no como un ente de derecho privado, además de que, la cuantificación de las cuotas y tarifas reflejadas en la cláusula quinta del mencionado convenio, fueron determinadas unilateralmente por el Organismo demandado, por conducto de la Dirección de Fraccionamientos.
Por lo tanto afirma, que la competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de conocer del presente asunto se actualiza conforme a la fracción III del artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, que se refiere a las dictadas por autoridades fiscales, en los que se determine una obligación fiscal, lo que señala ocurrió en el caso concreto, respecto de las cuotas y tarifas, o en su defecto la fracción IV, del citado artículo, que se refiere a cualquier agravio en materia fiscal.
Ahora bien, como inicialmente se sostuvo, los reseñados argumentos de impugnación son parcialmente fundados pero suficientes para revocar la determinación apelada, en razón de las siguientes consideraciones.
En principio, debe señalarse que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, les corresponde a los Municipios prestar ciertos servicios públicos, de entre los cuales se encuentra el relacionado con el de agua potable, alcantarillado y saneamiento, mismo que en su parte conducente establece lo siguiente:
"Artículo 115 …

II. Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su patrimonio conforme a la ley.

Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que deberán expedir las legislaturas de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia y aseguren la participación ciudadana y vecinal.

…

III. Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes:

a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales;

…

IV. Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y en todo caso:

…

c) Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo.

Las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados para establecer las contribuciones a que se refieren los incisos a) y c), ni concederán exenciones en relación con las mismas. Las leyes estatales no establecerán exenciones o subsidios en favor de persona o institución alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes de dominio público de la Federación, de los Estados o los Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público.

Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán a las legislaturas estatales las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria.

…"

Por otra parte, de acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, resulta evidente la atribución que tienen los municipios del Estado de San Luis Potosí, para prestar los servicios públicos de agua potable, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales por conducto de organismos paramunicipales o intermunicipales, los cuales tendrían por objeto la prestación de servicios públicos; tal y como se señala en los artículos 105 y 141 de dicho ordenamiento legal, en los cuales se establece en su parte conducente lo siguiente:
"ARTICULO 105. Son organismos paramunicipales las entidades que tienen por objeto atender el interés general y el beneficio colectivo, a través de la prestación de servicios públicos en un municipio.

Son organismos intermunicipales las entidades que tienen por objeto la prestación de servicios públicos en dos o más municipios."
"ARTICULO 141. Los municipios organizarán y reglamentarán la administración, prestación, conservación y explotación en su caso, de los servicios públicos y funciones municipales, considerándose que tienen este carácter los siguientes:

I.
Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales;

…”

En este sentido, tratándose de la zona metropolitana de San Luis Potosí, mediante Decreto 642 publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí en doce de agosto de mil novecientos noventa y seis, se creó el Organismo Intermunicipal Metropolitano denominado INTERAPAS, el cual, de conformidad con su Decreto de creación, formará parte del Sistema Estatal de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento, tendrá personalidad jurídica y patrimonio propio, ajustando su funcionamiento y actividades a lo establecido en las leyes, el Decreto y su reglamento interior.
Así, en su artículo 1o del Decreto 642 publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí el doce de agosto de mil novecientos noventa y seis, se establece:
"ARTÍCULO 1º.Se crea el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS) para la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento en los centros de población y asentamientos humanos de las zonas urbanas y rurales de sus jurisdicciones, en los términos que señalan la Constitución General de la República, la Constitución Política del Estado, la Ley Orgánica del Municipio Libre y la Ley de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento.

El organismo operador intermunicipal (INTERAPAS), que se crea mediante el presente decreto, formará parte del Sistema Estatal de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento, tendrá personalidad jurídica y patrimonio propios y ejercerá sus funciones a través de un Consejo de Administración, de un Director General y de un Comisario y ajustará su funcionamiento y actividades a lo establecido en las leyes, el presente Decreto y su reglamento interior."

Ahora bien, dicho Organismo Operador Intermunicipal (INTERAPAS), de conformidad con lo previsto en el Artículo 10 de su Decreto de creación, el cobro de las cuotas y tarifas por servicio, lo llevará a cabo y por disposición expresa de su decreto, en los términos de la Ley de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento del Estado.
"ARTICULO 10. El cobro de las cuotas y tarifas por servicio, las multas derivadas de la prevención de la contaminación por la legislación ambiental aplicable, así como el relativo a las aguas residuales tratadas, los llevará a cabo el organismo intermunicipal, en los términos de la Ley de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento del Estado."

En complemento a lo anterior, en los artículos 56 y 57 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, se contempla que los municipios podrán establecer tarifas para el cobro de derechos tratándose de los servicios de agua potable; los cuales consisten en la extracción, tratamiento, conducción, suministro, uso o explotación de agua potable, conexión a la red, así como los servicios de drenaje, alcantarillado y saneamiento que presten.
Al respecto, es dable precisar que dichos cobros tendrían el carácter de contribuciones en su especie de derechos; los cuales se encuentran definidos por el propio Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí en su Artículo 7 como aquellas contribuciones establecidas en la Ley, por el uso o aprovechamiento de bienes del dominio público del estado o municipios, así como por los servicios que prestan éstos, en sus funciones de derecho público.
"ARTICULO 7°.- Para efectos de las disposiciones fiscales estatales se entiende por:

I. Contribuciones: los impuestos, los derechos y las contribuciones de mejoras. Se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico previsto en la ley respectiva, naciendo así la obligación fiscal, y para tal efecto se entenderá por:

…

b). Derechos: las contribuciones establecidas en la ley, por el uso o aprovechamiento de bienes del dominio público del Estado o municipios, así como por los servicios que prestan éstos, en sus funciones de derecho público, y

…”

No resulta óbice mencionar, que en un sin número de precedentes jurisdiccionales, nuestros más altos tribunales se han pronunciado en torno a este tema, en el sentido de referirse a que dichas contraprestaciones constituyen contribuciones en su especie de derechos, tal y como se ilustra en la siguiente tesis jurisprudencial:
"SISTEMA OPERADOR DE LOS SERVICIOS DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DEL MUNICIPIO DE PUEBLA (SOAPAP). LOS INGRESOS QUE PERCIBE POR LA PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS DE AGUA POTABLE Y SANEAMIENTO CONSTITUYEN CONTRIBUCIONES EN SU MODALIDAD DE DERECHOS. El artículo 167 del Código Fiscal y Presupuestario para el Municipio de Puebla, define a los derechos como las contribuciones establecidas en la ley, entre otros, por recibir servicios que presta el Municipio en sus funciones de derecho público, incluso cuando se presten por organismos descentralizados. Por su parte, el artículo 239 del referido código establece que los derechos o conceptos de ingreso de cualquier naturaleza, que se establezcan por los servicios prestados por el Sistema Operador de los Servicios de Agua Potable y Alcantarillado del Municipio de Puebla, se regularán de acuerdo con las disposiciones de la Ley de Agua y Saneamiento del Estado de Puebla, se pagarán conforme a las cuotas, tasas y tarifas que establezca la Ley de Ingresos del Municipio, o las que se determinen conforme a las autorizaciones que apruebe el Congreso. Siendo así, es inconcuso que los ingresos que percibe el Sistema Operador de los Servicios de Agua Potable y Alcantarillado del Municipio de Puebla, por la prestación de los servicios públicos de suministro de agua potable y saneamiento, constituyen contribuciones en su modalidad de derechos, por lo que en modo alguno pueden ser considerados como productos, dado que las cantidades que percibe por tales servicios que presta, son en su función de derecho público y no privado. Sin que obste a ello que mediante decreto legislativo de fecha dos de agosto de mil novecientos noventa y seis, el Congreso del Estado haya facultado al propio organismo operador para aprobar las cuotas, tasas y tarifas aplicables a la prestación de los servicios a su cargo, pues tal aspecto no desnaturaliza el concepto de derechos que la propia ley atribuye a los ingresos que percibe por los servicios públicos que proporciona, pues los mismos siguen revistiendo el carácter de una contraprestación por los servicios prestados por el Municipio en sus funciones de derecho público, incluso cuando se prestan por organismos descentralizados, carácter que tiene el organismo operador; máxime cuando fue el propio legislador quien en los artículos 96 A, 96 B y 96 C, de la Ley de Agua y Saneamiento del Estado de Puebla, estableció el procedimiento a seguir para la determinación de esas cuotas, tasas y tarifas, sin quedar a la voluntad del organismo operador su cálculo, lo que, incluso, implica que se respete el principio de legalidad tributaria. “

Así, una vez precisado que el servicio de agua potable, alcantarillado y saneamiento constituye un servicio público municipal, susceptible de ser prestado por organismos intermunicipales y que las contraprestaciones por este servicio mediante el cobro de cuotas; constituyen el pago de una contribución en la especie de derechos; resulta necesario considerar algunas disposiciones contenidas en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, y Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos del Organismo Operador Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.; en atención a que en dichos ordenamientos legales se regula la prestación y cobro de dichos servicios en lo particular.

Al respecto, la propia Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, establece lo siguiente:

"ARTICULO 3o. Para efectos de la presente Ley se entiende por:

…

XXI. Cuota: Contraprestación que se debe pagar por el uso de un bien o servicio.
XXXI. Organismo operador: el ente público descentralizado de la administración pública municipal, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuyo objetivo principal es la responsabilidad de organizar y tomar a su cargo en forma parcial o integral, la administración, operación, conservación, mantenimiento, rehabilitación, ampliación y eficiencia en la prestación de los servicios de agua potable y saneamiento de aguas residuales, dentro de los límites de su circunscripción territorial a través de cualquier sistema o método, a más de un predio, cualquiera que sea la fuente de abastecimiento, pudiendo ser:

a) Paramunicipal: el establecido en un municipio en el que presta los servicios públicos.

b) Intermunicipal: el establecido en un área geográfica determinada, de dos o más municipios, en los que presta los servicios públicos; 
XLII. Servicios públicos: los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales;

XLIII. Tarifa: el conjunto de valores unitarios que sirve de base para determinar las cuotas, que deben pagar los usuarios como contraprestación por los servicios públicos proporcionados;

…”
"ARTICULO 4o. Son autoridades para la aplicación de esta Ley, en el ámbito de sus respectivas competencias:

I.
El Titular del Poder Ejecutivo del Estado;

II.
La Comisión;

III.
Los ayuntamientos, y

IV.
Los organismos operadores descentralizados."
"ARTICULO 88. Los organismos operadores se crearán mediante decreto expedido por el Congreso del Estado, previo acuerdo de cabildo del municipio correspondiente, y de conformidad con la legislación aplicable, como organismos descentralizados de la administración pública municipal, con personalidad jurídica y patrimonio propios.

En el decreto de creación de los organismos señalados, se deberá establecer el área geográfica en la que prestarán los servicios públicos."

De las disposiciones legales transcritas, se puede advertir, la correlación que guarda este ordenamiento legal, respecto a las disposiciones legales contenidas en los demás textos considerados con anterioridad y precedentes jurisdiccionales citados, resaltando de manera particular el carácter que se le atribuye a los Organismos Operadores Descentralizados como lo es el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), como autoridad para la aplicación de esa ley, el cual fue creado mediante Decreto 642 publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí el doce de agosto de mil novecientos noventa y seis.

De tal suerte que sus actos y resoluciones tendrían el carácter de actos de autoridad sujetos al principio de legalidad que se exige a toda actuación pública y respecto de los cuales, los usuarios podrán interponer los recursos y demás medios de defensa establecidos en la legislación aplicable cuando estimen que les causen alguna afectación en su esfera de derechos, tal y como se dispone en la fracción III del artículo 188 de dicha Ley, en los términos siguientes:
"ARTICULO 188. Son derechos de los usuarios:

…

III. Interponer los recursos y demás medios de defensa establecidos en la legislación aplicable, contra resoluciones y actos de los prestadores de los servicios, cuando estimen que les causen alguna afectación en su esfera de derechos;

…”

Por otra parte, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 153 de dicha ley; los prestadores de los servicios, autorizarán la ampliación de su infraestructura hidráulica y sanitaria, en el territorio ubicado en el área de factibilidad de los servicios, y el artículo 159 dispone sustancialmente, que una vez aprobado el proyecto hidráulico por parte del prestador de los servicios, el fraccionador o urbanizador contará con quince días hábiles para realizar el pago de las cuotas de conexión, o convenir con el prestador de los servicios la factibilidad, que el prestador de servicios tiene la facultad exclusiva para aceptar el pago en contraprestación, mediante convenio de cesión de derechos de aguas nacionales y entrega de obras de la fuente de extracción de agua. Preceptos legales que establecen textualmente lo siguiente:
“ARTICULO 153. Los organismos operadores y, en general, los prestadores de los servicios, autorizarán la ampliación de su infraestructura hidráulica y sanitaria, exclusivamente en el territorio ubicado en el área de factibilidad de los servicios.

Para efectos de lo anterior, los prestadores de los servicios informarán, a través del Periódico Oficial del Estado y por lo menos uno de los diarios de mayor circulación en la localidad, el área definida como factible para la prestación de los servicios, cada vez que ésta se actualice o modifique.

Los organismos operadores y los prestadores de servicios deberán incluir como parte de la factibilidad de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos, las descargas y, en su caso, alimentación de tomas domiciliarias de aguas grises que permitan el reuso de agua en los proyectos de construcción.”

“ARTICULO 159. Una vez recibido el proyecto de urbanización autorizado por el ayuntamiento, el prestador de los servicios procederá a revisar y en su caso aprobar el proyecto hidráulico, notificando al interesado en un plazo no mayor de quince días hábiles.

A partir de la notificación de la aprobación del proyecto hidráulico por parte del prestador de los servicios, el fraccionador o urbanizador contará con quince días hábiles para realizar el pago de las cuotas de conexión, o convenir con el prestador de los servicios la factibilidad. Independientemente de lo establecido en el último párrafo del artículo 157, y artículo 162 de esta Ley, el prestador de servicios tiene la facultad exclusiva para aceptar el pago en contraprestación, mediante convenio de cesión de derechos de aguas nacionales y entrega de obras de la fuente de extracción de agua, con su respectivo equipamiento electromecánico, así como la obra extraordinaria no necesaria para el proyecto de urbanización que de común acuerdo se pacte, construida por el fraccionador o desarrollador a favor del prestador de servicios con base en tabulador de precios unitarios de obra del prestador de servicios para los conceptos antes mencionados. En este último caso, el fraccionador o urbanizador garantizará el pago de los cuotas de conexión mediante póliza de fianza u otro medio legalmente aceptado; hecho lo anterior, el prestador de los servicios expedirá la carta de factibilidad correspondiente, previa entrega de los planos autorizados por el prestador de los servicios.

En municipios que tengan registros mayores a cuarenta mil tomas, o donde se encuentre constituido organismos operadores intermunicipales, la contraprestación a que se refiere el párrafo anterior, sólo aplicará en fraccionamientos o desarrollos urbanos para tomas de agua de cualquier tipo vivienda.

El prestador de los servicios no podrá emitir la carta de factibilidad si previamente el interesado no ha realizado el pago de las cuotas de conexión, o no ha celebrado el convenio precisado en el párrafo que antecede.”
De lo reproducido se advierte, que uno de los actos administrativos que despliega el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), en relación con la prestación del servicio público de agua potable; alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, es la suscripción del convenio de incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos, a quien lo solicite y previa satisfacción de los requisitos que se fijen para ese propósito.
Ahora bien, en lo relativo al mencionado convenio de incorporación habrá que tener en cuenta sus características para determinar qué tipo de relación surge entre el particular y el Estado.

En ese sentido, debe destacarse qué los contratos administrativos son aquellos celebrados entre un particular o varios y la Administración Pública, en ejercicio de su función pública, para satisfacer el interés público o con fines de utilidad pública, con sujeción a un régimen exorbitante del derecho privado.
En contraste, no se considerarán contratos administrativos aquellos que se celebren: i) entre particulares; ii) entre personas de derecho público del propio Estado; y, iii) por personas de derecho público, sin implicar el ejercicio de función administrativa, sin satisfacer el interés público o sin sujetarse a un régimen exorbitante del derecho privado.

En relación con las características de los contratos administrativos, resulta aplicable la tesis P. IX/2001, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 324, Tomo XIII de la Novena Época, correspondiente al mes de abril de dos mil uno, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de rubro y texto siguientes:
"CONTRATOS ADMINISTRATIVOS. SE DISTINGUEN POR SU FINALIDAD DE ORDEN PÚBLICO Y POR EL RÉGIMEN EXORBITANTE DEL DERECHO CIVIL A QUE ESTÁN SUJETOS. La naturaleza administrativa de un contrato celebrado entre un órgano estatal y un particular puede válidamente deducirse de la finalidad de orden público que persigue, identificada también como utilidad pública o utilidad social, así como del régimen exorbitante del derecho civil a que está sujeto. De ello se infiere que los contratos celebrados por un órgano estatal con los particulares están regidos por el derecho privado cuando su objeto no esté vinculado estrecha y necesariamente con el cumplimiento de las atribuciones públicas del Estado y, por lo mismo, la satisfacción de las necesidades colectivas no se perjudique porque en aquellos actos el Estado no haga uso de los medios que le autoriza su régimen especial. Por el contrario, cuando el objeto o la finalidad del contrato estén íntimamente vinculados al cumplimiento de las atribuciones estatales, de tal manera que la satisfacción de las necesidades colectivas no sea indiferente a la forma de ejecución de las obligaciones contractuales, entonces se estará en presencia de un contrato administrativo, siendo válido estipular cláusulas exorbitantes que, desde la óptica del derecho privado, pudieran resultar nulas, pero que en el campo administrativo no lo son, en atención a la necesidad de asegurar el funcionamiento regular y continuo del servicio público". (lo destacado es propio). 
De lo anterior se concluye que los contratos administrativos cumplen con los siguientes requisitos: 

i) Se celebran entre un órgano del poder público, en ejercicio de sus funciones administrativas, y un particular; 

ii) Tienen una finalidad de orden público, identificada también como utilidad pública o utilidad social; y, 

iii) Cuentan con un régimen exorbitante en comparación con el derecho civil.

Asimismo, del criterio del Pleno transcrito se desprende que siempre que la finalidad del contrato esté íntimamente vinculada al cumplimiento de las atribuciones del Estado, es decir, tenga una finalidad de orden público, identificada también como utilidad pública o utilidad social, de tal manera que la satisfacción de las necesidades colectivas no sea indiferente a la forma de ejecución de las obligaciones contractuales, se entiende que se está en presencia de un contrato administrativo.

En este sentido, un contrato celebrado entre la Administración Pública, en cumplimiento a sus atribuciones del Estado, y un particular que tenga por objeto la satisfacción de necesidades colectivas, se deberá considerar como un contrato administrativo, existiendo varios tipos, como los de obra pública, adquisición de bienes muebles, de suministro, y de prestación de servicios, entre otros.

De lo expuesto, destaca que las características que identifican a un contrato de naturaleza administrativa son: se celebra entre un órgano del poder público, en ejercicio de sus funciones administrativas, y un particular; tiene una finalidad de orden público, identificada también como utilidad pública o utilidad social; y, observa un régimen exorbitante en comparación con el derecho civil. 
Precisado lo anterior, se tiene que en el caso concreto, en el convenio de incorporación ********** de nueve de febrero de dos mil veintitrés, celebrado entre la persona moral actora **********y el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), que obra en el juicio contencioso administrativo que se revisa, en lo que interesa, se estableció:

“En la Ciudad de San Luis Potosí, S.L.P siendo el día 09 de febrero del año dos mil veintitrés se suscribe el Convenio de Incorporación de Nuevos Fraccionamientos o Desarrollos Urbanos que celebran por una parte el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los-Municipios ''de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, representado en este acto por el LIC. **********, en su calidad de ENCARGADO DEL DESPACHO DE LA DIRECCIÓN GENERAL DEL ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ (I.N.T.E.R.A.P.A.S), y como Representante Legal del mismo, a quien en lo sucesivo se le denominará “INTERAPAS”, por otra parte la persona moral “**********” representada en este acto por el C. ********** en su carácter de Apoderado Legal, a quien en lo sucesivo se le denominará “EL DESARROLLADOR”, cuando actúen de manera conjunta se les denominará “LAS PARTES”, al tenor de los siguientes antecedentes, declaraciones y cláusulas:
[…]

DECLARACIONES
Declara “INTERAPAS”:
a)
Ser un Organismo Público Descentralizado de los Municipios de San Luis Potosí, Soledad de Graciano Sánchez y Cerro de San Pedro del Estado de San Luis Potosí, con personalidad jurídica y patrimonio propio, de conformidad con decreto de creación número 642, publicado el 12 de agosto de 1996 en el periódico oficial del Estado, con clave de Registro Federal de Contribuyentes: OIM960813E9-A.

b)
Tiene como objetivo la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento de los centros de población y asentamientos humanos de la zona urbana de su jurisdicción, en los términos que señalan la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley Orgánica del Municipio Libre, y la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí.

c)
En el presente acto es representado por su ENCARGADO DEL DESPACHO LA DIRECCIÓN GENERAL DEL INTERAPAS Y REPRESENTANTE LEGAL, el LlC. **********Z, quién cuenta con las facultades para celebrar el presente convenio de conformidad a la ducentésima décima segunda sesión ordinaria de la Junta de Gobierno del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de Sa Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez de fecha 15 de diciembre de año 2022, protocolizada ante la fe del notario público número 22 (veintidós) Lie. **********, bajo el instrumento cuarenta y dos mil novecientos ochenta y nueve, tomo mil seiscientos setenta y nueve del protocolo de la citada notaría, con ejercicio en el primer distrito judicial del Estado de San Luis Potosí.
d) El LIC. **********, en su calidad de ENCARGADO DEL DESPACHO DE LA DIRECCIÓN GENERAL DEL INTERAPAS Y REPRESENTANTE LEGAL de “INTERAPAS” tiene las atribuciones para efectuar este tipo de convenio, de conformidad a lo establecido en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, S.L.P., artículo 28 Fracción VIII y demás relativos del Reglamento Interno de "INTERAPAS”.

e) Tiene su domicilio en Av. de los Pintores No.3, Los Filtros, del Municipio de San Luis Potosí, S.L.P., mismo que señala para los efectos legales a que haya lugar y para recibir toda clase de documentos o notificaciones.
II. - Declara “EL DESARROLLADOR”: ’

a) "Que “**********.” es una sociedad legalmente constituida con el objeto de compra- venta, arrendamiento, adquisición, enajenación, uso y explotación por cualquier título legal de toda clase de muebles e inmuebles, la realización de proyectos de ingeniería y arquitectura, la construcción, entre otras, como se desprende de la copia certificada de la escritura No. **********, del tomo 2463 del protocolo del Lie. Leopoldo de la Garza Marroquín, Notario Público No. 33 con ejercicio en el primer distrito judicial del Estado de San Luis Potosí consistente en asamblea general extraordinaria de ********** de fecha 30 de agosto del 2021, en el que se acordó la transformación dicha persona moral a “**********.' cual se encuentra inscrita ante el Registro Público de Comercio del Estado de San Luis Potosí bajo el FME **********
b)
El C. ********** en su carácter de apoderado legal DESARROLLOS MONFORTE DE LEMOS S.A.P.I. DE C.V. cuenta con las facultades necesarias para suscribir el presente documento conforme al poder general para pleitos y cobranzas, actos de administración, actos de dominio, poder para suscribir, otorgar y endosar toda clase de títulos de crédito, entre otros, lo anterior en términos de la copia certificada de la escritura No. 55486, del tomo 2463 del protocolo del Lie. Leopoldo d la Garza Marroquín, Notario Público No. 33 con ejercicio en el primer distrito judicial  Estado de San Luis Potosí consistente en asamblea general extraordinaria de ********** de fecha 30 de agosto de 2021, en el que se acordó la transformación de dicha persona moral a ********** la cual se encuentra inscrita ante el Registro Público de Comercio del Estado de San Luis Potosí bajo el **********, y declara bajo protesta de decir verdad que dichas facultades no le han sido revocadas ni limitadas a la fecha.

c)
La propiedad a favor de ********** respecto del inmueble en el que se desplantara proyecto denominado “**********, San Luis Potosí, S. L. P. se desprende de la declaración I de la copia certificada de la escritura consistente en la manifestación unilateral de voluntad para constituir régimen en condominio, denominado condominio habitacional vertical Luis de Velasco 525, de fecha 26 de noviembre del 2021 celebrada ante la fe del Lie. Leopoldo de la Garza Marroquín, Notario Público No. 33 con ejercicio en el primer distrito judicial del Estado de San Luis Potosí.
d) Tiene su domicilio en **********S. L. P. mismo que señala para los efectos legales a que haya lugar y para recibir toda clase de documentos o notificaciones.
III.- “INTERAPAS” y “EL DESARROLLADOR” declaran:

a)
Que se reconocen mutuamente la personalidad jurídica, y expresan su anuencia para la celebración del presente Convenio, y manifiestan su conformidad con los antecedentes descritos.

b)
Que están de acuerdo en asumir los compromisos y obligaciones estipuladas en el presente Convenio, y las consecuencias que se desprenden según su naturaleza, conforme a la buena fe, al uso o a la legislación aplicable. Que el presente Convenio tiene como propósito establecer los compromisos y forma de pago de cuotas y tarifas por infraestructura para la Incorporación de Nuevos Fraccionamientos o Desarrollos Urbanos, para conexión a las redes de agua potable y drenaje sanitario, suministro e instalación de medidores, por servicios de infraestructura, para derechos de extracción e infraestructura adicional, respecto de 25 (veinticinco) tomas de agua potable e igual número de descargas sanitarias, de las cuales 04 (cuatro) tomas son destinadas para departamento tipo económico, 17 (diecisiete) tomas destinadas a departamento tipo medio, y 03 (tres) tomas para departamento tipo residencial, y 01 destinada para servicios generales para el proyecto “**********
Por lo que ambas partes están de acuerdo en suscribir el presente instrumento legal al tenor de las siguientes:[…]”
Según se observa, en la celebración de dicho documento intervino el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), quien, en ejercicio de sus funciones administrativas, de conformidad con las disposiciones legales ahí previstas, celebró un convenio de incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos con un particular, esto es, con la persona moral C**********, por conducto de su apoderado legal **********.
En efecto, del contenido de los preceptos legales citados en el contrato base de la acción se advierte, en lo que interesa que: 

De conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley Orgánica del Municipio Libre,  la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y el decreto de creación número 642, publicado el doce de agosto de mil novecientos noventa y seis en el periódico oficial del Estado, el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), es un organismo público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que tiene por objeto la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento de los centros de población y asentamientos humanos de la zona urbana de su jurisdicción.
Y que **********, Encargado Del Despacho de la Dirección General del INTERAPAS y Representante Legal, contaba con facultades para celebrar el multicitado convenio de conformidad a la ducentésima décima segunda sesión ordinaria de la Junta de Gobierno de dicho Organismo de fecha quince de diciembre de dos mil veintidós, así como, lo establecido en el artículo 28 fracción VIII del Reglamento Interno.

De lo anterior, se obtiene que el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), como se estableció en el convenio de incorporación, cuenta con personalidad jurídica propia con autonomía para administrar su pecunio y asumir obligaciones en términos de ley. 

Así, del contenido de los preceptos legales bajo los cuales se suscribió el convenio que dio origen a la relación contractual entre las partes, se puede concluir que en la especie, se materializa el primero de los requisitos para que pueda considerarse de naturaleza administrativa, esto es, que se celebre entre un órgano del poder público, en ejercicio de sus funciones administrativas, y un particular.
En otro orden de ideas, por lo que hace al segundo de los requisitos para determinar que un contrato y/o convenio goza de naturaleza administrativa, consistente en que éste tenga una finalidad de orden público, identificada también como utilidad pública o utilidad social, en la especie, se encuentra actualizado.
En efecto, en el caso a estudio, se advierte que el objeto o finalidad que se persiguió con la celebración del referido convenio fue establecer los compromisos y forma de pago de cuotas y tarifas por infraestructura para la Incorporación de Nuevos Fraccionamientos o Desarrollos Urbanos, para conexión a las redes de agua potable y drenaje sanitario, suministro e instalación de medidores, por servicios de infraestructura, para derechos de extracción e infraestructura adicional, en los términos de las siguientes clausulas:
 “[…]

CLÁUSULAS
PRIMERA. “EL DESARROLLADOR” acepta realizar los estudios, proyectos y la construcción de las obras complementarias de Infraestructura hidráulica y sanitaria, así como a diseñar y construir con las normas y especificaciones correspondientes, las redes de agua y drenaje sanitario que se requieran directamente para otorgar los servicios de agua potable y descargas de aguas residuales para el proyecto “GRAN DE VELASCO”, ubicado en Calle Luís de Velasco número 525,; L-10, Manzana 8, Fraccionamiento Avenida, San ; Luis Potosí, s. L. P., para tal efecto deberá sujetarse a las disposiciones marcadas en el Estudio de Factibilidad Positiva y a los planos autorizados del proyecto ejecutivo.
SEGUNDA. “EL DESARROLLADOR” diseñará y construirá las obras de cabecera hidráulicas y sanitarias necesarias, y la infraestructura adicional necesaria para conectarse a los puntos de los Proyectos de Agua Potable y Drenaje Sanitario autorizados por “INTERAPAS”, tal como lo establecen los artículos 157, 159 y 162 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, conforme a los planos del proyecto ejecutivo autorizado por “INTERAPAS”, a las normas y especificaciones autorizadas por el H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S. L. P.; así mismo, “EL DESARROLLADOR” será el responsable de gestionar los permisos y autorizaciones pertinentes ante otras entidades, incluidos los permisos para ocupar y/o cruzamos derechos de
vía, derechos de paso y vías públicas, así como para realizar modificaciones y afectaciones a la infraestructura existente de cualquier tipo público y privado, mismos que deberán ser presentados al Organismo Operador con el propósito de verificar que la infraestructura hidráulica y sanitaria por construir de parte el promotor, quede ubicada en área pública debidamente autorizada.
TERCERA. Conforme al Estudio de Factibilidad ********** desarrollador” deberá de efectuar estudio hidrológico para determinar el volumen d agua que genera una tormenta de diseño para 10 años de periodo de retorno, deber; diseñar y construir las obras necesarias para evitar que los escurrimientos pluviales genere este nuevo centro de población fluyan hacia las vialidades externas a éste, es decir las obras que garanticen la captación, desalojo, y disposiciones de aguas pluviales para no provocar daños a terceros y a su propio Desarrollo, además debe respetar sus cauces naturales, sin dejar obstrucción alguna que provoque desbordamientos, debiendo ubicarse por las vías públicas las obras requeridas.
CUARTA. PRUEBAS DE HERMETICIDAD. Concluidos los trabajos de construcción de la red interna de las redes de agua potable y drenaje sanitario del proyecto **********San Luis Potosí, S. L. P., “EL DESARROLLADOR" deberá realizar las pruebas de hermeticidad en la infraestructura hidráulica y sanitaria de acuerdo a los planos autorizados por “INTERAPAS”, y acepta que “INTERAPAS” norme y supervise la ejecución de dichas pruebas previo su pago respectivo, y el organismo se reservará el derecho de aprobar y/o recibir las obras construidas hasta en tanto aquellas reúnan las.especificaciones de calidad y funcionalidad propias del proyecto ejecutivo.
QUINTA. De conformidad al artículo 159 (párrafo segundo) de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí vigente, numeral 18 y demás aplicables de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S. L. P vigente, “EL DESARROLLADOR” cubrirá las CUOTAS y TARIFAS por infraestructura para la Incorporación de nuevos Fraccionamientos o Desarrollos Urbanos, para conexión a las redes de agua potable y drenaje sanitario, suministro e instalación de medidores, por servicio de infraestructura, para derechos de extracción e infraestructura adicional por concepto de 25 (veinticinco) tomas de agua potable e igual número de descargas sanitarias, de las cuales 04 (cuatro) tomas son destinadas para departamento tipo económico, 17 (diecisiete) tomas destinadas a departamento tipo medio, y 03 (tres) tomas para departamento tipo residencial, y 01 destinada para servicios generales para el proyecto **********, S. L. P.
Señalado lo anterior, el importe total a pagar por parte de “EL DESARROLLAD “INTERAPAS” respecto al pago de cuotas y precisadas con antelación es de $1, 138,520.48 (un millón ciento treinta y ocho mil quinientos veinte pesos 48/100 M.N), de acuerdo a las siguientes tablas:
a) TARIFAS - por
infraestructura para la Incorporación de Nuevos Fraccionamientos o Desarrollos Urbanos (art. 18 - tabla, relativa a la clasificación de vivienda conforme a los metros de construcción de la Ley de Cuotas Tarifas).
[…]

b) CUOTAS de infraestructura para conexión a las redes de agua potable y drenaje sanitario, suministro e instalación de medidores, por servicios de infraestructura, para derechos de extracción e infraestructura adicional (de acuerdo al art. 18 tabla' relativa a la integración de las cuotas de infraestructura para departamentos y adosados: Edificios de la Ley de Cuotas y Tarifas).
[..]

SEXTA. “EL DESARROLLADOR" manifiesta que está conforme con los términos de la cláusula quinta, y reconoce en este acto adeudar a “INTERAPAS” la cantidad de $1,138,520.48 (un millón ciento treinta y ocho mil quinientos veinte pesos 48/100 M.N), por CUOTAS y TARIFAS en términos de la cláusula anterior a razón de 25 (veinticinco) tomas de agua potable e igual número de descargas sanitarias, de las cuales 04 (cuatro) tomas son destinadas para departamento tipo económico, 17 (diecisiete) tomas destinadas a departamento tipo medio, y 03 (tres) tomas para departamento tipo residencial, y 01 destinada para servicios generales para el proyecto “********** S. L. P, en este acto “EL DESARROLLADOR" propone a “INTERAPAS” realizar el pago de la siguiente forma:
[…]

SEPTIMA. En este momento y de conformidad al numeral 20 de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento, Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí Soledad de Graciano Sánchez, S. L. P., para el Ejercicio Fiscal 2023, “INTERAPAS’ acepta la propuesta de pago descrita en la cláusula sexta por “EL DESARROLLADOR”.
En consecuencia, “EL DESARROLLADOR” se compromete a realizar:
[…]

OCTAVA. Para efecto de garantizar el pago establecido en la cláusula sexta y séptima, “EL DESARROLLADOR” suscribe en este acto 03 (tres) pagarés de una serie del 1 al 3 por la cantidad de $ 303,605.46 (trescientos tres mil seiscientos cinco pesos 46/100 M.N) cada uno, los cuales deberán ser liquidados en las oficinas de la Dirección Comercial del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS) ubicadas en Av. de los Pintores No. 3. Colonia los Filtros de la Ciudad de San Luis Potosí, S. L. P.; Los pagarés podrán ser exigibles judicial o extrajudicialmente en caso de no cubrirse el monto pactado, En el  entendido que la falta de pago oportuno de cualquiera de los pagarés convenidos en su fecha de vencimiento respectivo, motivará el pago anticipado de las demás parcialidades que aún no se venzan.
En caso de que se realice el pago previo o a la fecha de vencimiento, se respetará
el importe señalado en el pagaré respectivo, en caso de que el pago se realice posterior al día de su vencimiento, se actualizará su valor por el transcurso del tiempo y con motivo de los cambios de precios en el país, por lo cual se aplicará el factor de actualización la cantidad que deba actualizarse de conformidad a los numerales 17 -A, 20 bis, 66 demás aplicables del Código Fiscal de la Federación vigente, y al artículo 9 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí vigente.
Además, se establece que, en caso de incumplimiento de pago de los citados pagarés, se deberán cubrir recargos moratorios por concepto de indemnización por la falta de pago oportuno, dichos recargos se calcularán de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 21 del Código Fiscal de la Federación vigente, así como lo establecido en los numerales 10, 11 y demás aplicables del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí' vigente.

En caso de que “EL DESARROLLADOR” realice el pago de cuotas y tarifas que se garantizó con la firma de los citados pagarés mediante cheque certificado y/o transferencia electrónica, el “INTERAPAS” previo a entregar el citado pagaré al “EL DESARROLLADOR”, deberá de verificar con la Institución Bancaria a cargo, que el cheque en cita cuenta con los fondos suficientes para cubrir el pago del concepto antes mencionado, por lo que para el caso contrario el “INTERAPAS” no entregará a “EL DESARROLLADOR” el pagaré referido, debiendo cubrir “EL DESARROLLADOR” a INTERAPAS”, el 20% por concepto de indemnización por falta de fondos, lo anterior . de conformidad al artículo 21 del Código Fiscal Federal, y al numeral 14 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí vigente.

NOVENA. Las partes acuerdan, que en caso de que exista algún adeudo con cargo a EL DESARROLLADOR” a favor del Organismo Operador por concepto del pago de cuotas y tarifas precisadas en la cláusula quinta, tendrán el carácter de créditos fiscales, siendo aplicable de manera supletoria las disposiciones que establezca el Código Fiscal del Estado y la Ley de aguas para el Estado de San Luis Potosí, y como tal serán susceptibles de multas, recargos, actualizaciones y demás gastos accesorios.
DECIMA. “INTERAPAS” posterior a la firma del presente convenio y una vez realizados los trámites correspondientes se compromete a entregar la Carta de Factibilidad relativa a 25 (veinticinco) tomas de agua potable e igual número (descargas sanitarias, de las cuales 04 (cuatro) tomas son destinadas para departamento tipo económico, 17 (diecisiete) tomas destinadas a departamento tipo medio, y 03 (tres) tomas para departamento tipo residencial, y 01 destina para servicios generales para el proyecto “GRAN DE VELASCO”, ubicado en **********, S. L. P.
En caso, de que por alguna razón llegara a modificarse la clasificación de la toma por é tipo de vivienda de acuerdo a los metros de construcción, las partes acuerdan que se realizarán los ajustes a las cuotas y tarifas correspondientes para determinar si existe diferencia por pagar a “INTERAPAS”, y en tal caso “EL DESARROLLADOR” deberá realizar el pago que corresponda.
DECIMA PRIMERA. “EL DESARROLLADOR” no podrá efectuar la cesión de la factibilidad de agua potable y drenaje sanitario sin autorización expresa del organismo, tal como lo establece el artículo 160 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, no podrá ceder tomas, tampoco podrá ceder pagos realizados a concepto medidores o por pago de cuotas y tarifas por concepto de la Incorporación de Nuevos Fraccionamientos o Desarrollos Urbanos que haya efectuado al “INTERAPAS.
DECIMA SEGÚNDA. “EL DESARROLLADOR” se comprometen que al final de la obra o término de cada etapa, deberá de efectuar la entrega recepción de la infraestructura hidráulica y sanitaria, así mismo “EL DESARROLLADOR”, deberá de entregar fianza por vicios ocultos al “INTERAPAS”, la cual tendrá una vigencia de un año y un monto del 10% del valor de la infraestructura hidráulica y sanitaria que entregue.

DECIMA TERCERA. En caso de que exista algún adeudo por concepto de cuotas o  tarifas por infraestructura para la Incorporación de Nuevos Centros de Población, para conexión a las redes de agua potable y drenaje sanitario, suministro e instalación de medidores, por servicios de infraestructura, para derechos de extracción e infraestructura adicional, o algún incumplimiento al presente convenio, “INTERAPAS” no autorizará la conexión a las redes de Agua Potable y Drenaje Sanitario de las tomas aplicadas en el presente convenio, y el Organismo Operador se deslinda de cualquier responsabilidad de otorgar los servicios de agua potable y drenaje sanitario en el proyecto “********** S. L. P.
DÉCIMA CUARTA. La conexión a los servicios de Agua Potable, Drenaje y Tratamiento sin autorización de INTERAPAS, dará lugar a la cancelación de la Factibilidad y Proyecto Autorizado por el Organismo, además de las sanciones aplicables o de lo. Procedimientos a que haya lugar, y será responsable “EL DESARROLLADOR” de afectación a terceros por la falta de servicios, lo anterior de conformidad al artículo de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S. L. P. vigente.
DÉCIMA QUINTA. “EL DESARROLLADOR” informará y/o notificará por escrito a los propietarios y/o poseedores de las viviendas y/o departamentos, locales comerciales o de predios del proyecto “********** S. L. P„ la obligación que tienen de realizar la contratación de los servicios que otorga el Organismo Operador en términos del artículo 136 de la Ley de Aguas para el Estado y de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S. L. P.

“EL DESARROLLADOR” remitirá a “INTERAPAS” copia del documento y/o notificación a través del cual haya hecho del conocimiento de los propietarios o poseedores de las viviendas y/o departamentos, locales comerciales o de predios proyecto “**********, S. L. P. la obligación de realizar la contratación de los servicios que presta el Organismo Operador, a fin de que Cobren como anexos al convenio que aquí nos ocupa.

DECIMA SEXTA. Las partes están de acuerdo y aceptan que, si no se cumplen las cláusulas descritas anteriormente, en tiempo y forma, queda cancelado este convenio.
En consecuencia, se procederá a la cancelación de la Factibilidad y/o Proyecto Autorizado por el Organismo en caso de incumplimiento a los compromisos contenidos en el presente convenio, ante la inobediencia a la Factibilidad o Proyecto Autorizado, por contravenir las disposiciones de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí en su Titulo Sexto, a la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S. L. P.

Lo anterior, sin perjuicio de que se cancele parcial o totalmente la factibilidad por dos años contados a partir que determine el incumplimiento, lo que aplicará tanto para el predio como para la persona física o moral que se vea involucrada en las cancelaciones, tal y como lo dispone el artículo 24 de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de los Servicios Públicos del Organismo Operador Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P vigente para el ejercicio fiscal 2023 o su equivalente.
DÉCIMA SÉPTIMA. En caso de controversia a razón del presente convenio, “LAS PARTES” se sujetarán a los tribunales de la ciudad de San Luis Potosí, S. L.P, renunciando para tal efecto al fuero que por cualquier otro domicilio pudiera corresponderles.
En caso de existir controversia en cuanto al contenido, alcances, montos, acciones y cualquier circunstancia derivada del presente instrumento, éste se tendrá por suspendido, hasta su resolución y/o sentencia definitiva en los tribunales competentes, lo anterior con la finalidad de no afectar las compromisos a cumplir por parte del “EL DESARROLLADOR” de incorporar dichos inmuebles a los servicios que presta el “INTERAPAS”, ya que pueden afectarse o modificarse las condiciones establecidas en el mismo, dejando en estado de indefensión a las partes.
Las partes manifestamos que en la celebración del presente convenio no existió dolo, error, mala fe, lesión, violencia, intimidación ni ningún otro vicio del consentimiento que pudiera provocar la nulidad absoluta o relativa del presente instrumento.
[…]”
Corolario a lo anterior, se destaca que en la cláusula décima sexta del convenio que se analiza, las partes convinieron en que para la interpretación y cumplimiento del mismo, se aplicarían las disposiciones de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí en su Título Sexto, la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S. L. P.; por ende, su naturaleza es estrictamente administrativa. 
Máxime, que de los antecedentes del convenio que nos ocupa, se puede advertir que el Titular de la Unidad de Planeación Estratégica fue quien elaboró dicho instrumento, previa solicitud del Encargado de la Dirección de Fraccionamientos, quien además cuantificó las cuotas y tarifas establecidas en las cláusulas; es decir, es el Organismo demandado quien dispone y ordena qué contenido deben tener el convenio mencionado, sin que el mismo pueda modificarse ni alterarse.

Además, de que las obligaciones que derivan de la contratación, están contempladas en el la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y la Ley de Cuotas y Tarifas, no así de la legislación civil local, como sostiene la A quo, sin que el usuario pueda siquiera sugerir una modificación; máxime, que la fijación de las tarifas no depende de la voluntad de los particulares, sino de los costos de generación, distribución, suministro y venta del servicio, así como del estado financiero del organismo prestador del servicio y son fijadas unilateralmente por el Estado.
Por tanto, resulta claro que en la suscripción del convenio de incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos el usuario se somete a las condiciones que dicta el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); y que derivan de la ley, sin posibilidad de negociación, aspecto este último característico de los contratos entre particulares en un plano de igualdad. De manera que en el caso dicho convenio no emerge en un plano de igualdad.

Lo anterior adquiere mayor relevancia si se toma en cuenta que en los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, el INTERAPAS; es el único organismo que presta el servicio público de agua potable; alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, y, por tanto, el usuario debe someterse por completo a las disposiciones que dicten las autoridades en los contratos y/o convenios, pues de lo contrario no podría obtener dichos servicios.

Derivado de lo antedicho, los contratos y/o convenios de servicio público de agua potable, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales no pueden considerarse como contratos y/o convenios entre particulares, sino como verdaderos contratos y/o convenios administrativos, cuyo objeto directo es satisfacer un interés general, cuya gestación y ejecución se rigen por procedimientos de derecho público
; además de que, los actos que realice el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS) relacionados con su obligación constitucional de prestar dichos servicios públicos son actos administrativos.
Establecido lo anterior, resta ahora determinar si contra el convenio de incorporación ********** de nueve de febrero de dos mil veintitrés de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos procede el juicio contencioso administrativo.

Al respecto, debe tenerse en cuenta lo que dispone el artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí:

“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes: 

I. Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades; 

II. Los decretos y acuerdos estatales y municipales de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el interesado los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación; 

III. Las dictadas por autoridades fiscales estatales y municipales, incluyendo a sus organismos descentralizados, en que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación; 

IV. Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal del Estado, indebidamente percibido por el Estado o por el municipio, incluyendo a sus organismos descentralizados, o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes fiscales estatales;
V. Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas estatales; 

VI. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se refieren las fracciones anteriores; 

VII. Las resoluciones administrativas y fiscales favorables a los particulares que impugnen las autoridades, por considerar que lesionan a la administración pública o al interés público; 

VIII. Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario estatal o municipal o a la Dirección de Pensiones del Estado; 

IX. Las que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes públicos estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal; 

X. Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, declaren improcedente su reclamación o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante; así como las que en dicha materia se tramiten directamente ante el Tribunal. También, las que por vía de repetición, impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado el pago correspondiente a la indemnización, en los términos de la ley de la materia; 

XI. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí;

 XII. Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las demás fracciones de este artículo; 

XIII. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias. No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los que se pudiere afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante autoridad administrativa; 

XIV. Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos , incluyendo las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos;

 XV. Las resoluciones de la Contraloría del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana que impongan sanciones administrativas no graves, en términos de la Ley Electoral del Estado;

XVI. Las sanciones y demás resoluciones emitidas por la Auditoría Superior del Estado, en términos de la Ley deAuditoría Superior del Estado de San Luis Potosí;

 XVII. Las resoluciones definitivas que determinen la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de, los agentes del Ministerio Público; peritos; custodios, y miembros de las instituciones policiales del Estado y municipios de San Luis Potosí, que dicten las autoridades correspondientes en aplicación de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, y reglamentos de la materia, 

y XVIII. Las señaladas en ésta y otras leyes como competencia del Tribunal. Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán definitivas cuando no admitan recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea optativa. 

El Tribunal conocerá también de los juicios que promuevan las autoridades para que sean anuladas las resoluciones administrativas favorables a un particular, cuando se consideren contrarias a la ley.”
Como puede advertirse, procede el juicio contencioso administrativo ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, entre otros, contra los actos o resoluciones que emitan las autoridades administrativas y fiscales que pongan fin a un procedimiento administrativo, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales; y, las dictadas por autoridades fiscales estatales y municipales, incluyendo a sus organismos descentralizados, en que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación.

Supuesto que se ajusta al acto impugnado en el juicio de origen consistente en la cláusula QUINTA del convenio de incorporación ********** de nueve de febrero de dos mil veintitrés de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos que emitió el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), en la prestación del servicio público de agua potable; alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales; y por lo tanto, a disenso de lo apreciado por la Segunda Sala Unitaria, procede el juicio contencioso administrativo conforme a lo previsto en el artículo 7 fracciones I y III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí.
Motivo por el cual, con fundamento en el artículo 156, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se revoca el sobreseimiento decretado por la Sala Resolutora en el juicio contencioso administrativo **********/2 y en virtud de la inexistencia de reenvío, esta Sala Superior reasume la jurisdicción del presente juicio y procede a emitir el fallo correspondiente.

Encuentra aplicación analógica a la presente decisión, la siguiente jurisprudencia aprobada por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito.

“APELACION. CUANDO EL TRIBUNAL DECIDE REVOCAR O MODIFICAR LA SENTENCIA DE PRIMER GRADO, DEBE EXAMINAR OFICIOSAMENTE LA LITIS DEL JUICIO A EFECTO DE NO DEJAR INAUDITA A LA PARTE QUE OBTUVO EN PRIMERA INSTANCIA. No existiendo reenvío en la apelación, si con motivo de la interposición de dicho recurso el tribunal de alzada decide revocar o modificar la sentencia de primer grado, además de los agravios expresados por el apelante, debe examinar oficiosamente la totalidad de los puntos que constituyen la litis del juicio y apreciar las pruebas que en él se hubiesen rendido que, de no tenerse en cuenta, pudieran dejar inaudita a la parte que careció de la oportunidad de plantearlos por haber obtenido todo lo que pidió, ya que al haberle resultado favorable el fallo que decidió la controversia en primera instancia, no tenía por qué recurrir esa sentencia que sólo le beneficiaba, de conformidad con lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 689 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. Consecuentemente, si no se suple la falta de agravios de dicha parte, se transgrede la garantía de audiencia que consagra el artículo 14 constitucional.”

Ahora bien, se procede a fijar la litis en el juicio contencioso administrativo **********/2, la cual se circunscribe a reconocer la validez o en su defecto a declarar la invalidez de la determinación del crédito fiscal contenida en la cláusula QUINTA del convenio de incorporación ********** de nueve de febrero de dos mil veintitrés, por concepto de derechos por incorporación de nuevos fraccionamientos, para 25 veinticinco tomas de agua potable.
En ese sentido, la parte actora esgrimió los siguientes conceptos de impugnación:
“PRIMERO.- Doble cobro de derechos por concepto de derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, previsto en el artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de Los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., para el Ejercicio Fiscal 2023, publicado en el Periódico Oficial del Estado del 27 de diciembre de 2022.

Las cuotas y tarifas a pagar por concepto de derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, está previsto en el artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de Los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., para el Ejercicio Fiscal 2023, publicado en el Periódico Oficial del Estado del 27 de diciembre de 2022; que se transcribe a continuación:
“”ARTÍCULO 18. Las cuotas o tarifas por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, para conexión a las redes de agua potable y drenaje sanitario, suministro e instalación de medidores, por servicios de infraestructura, para derechos de extracción e infraestructura adicional, así como por servicios para el estudio de factibilidad, se aplicarán de acuerdo a la siguiente tabla:

	Para viviendas:
	Tarifa ($)

	Económica: vivienda con subsidio de gobierno, hasta 50 m2 de construcción.
	8,564.34

	Tradicional: vivienda de más de 50 hasta 105 m2 de construcción
	12,091.19

	Media: vivienda de más de 105 hasta 180 m2 de construcción
	15,533.81

	Residencial: vivienda de más de 180 m2 de construcción
	27,557.46


Adicionalmente se cobrará el costo del medidor de acuerdo a lo que establece el Artículo 7° de esta Ley.

1. Para la clasificación del tipo de vivienda, se considerará, además, la zona de factibilidad y clasificación de cobro por uso.

La integración de las cuotas de infraestructura es la siguiente:
Tipo de vivienda (cuota en pesos)
	CONCEPTO
	Tradicional
	Económica
	Media
	Residencial y Plus

	Conexión a la red de agua
	4,992.61
	3,722.98
	6,694.08
	14,614.24

	Conexión a la red de drenaje sanitario
	848.74
	832.91
	1,137.99
	2,484.42

	Derechos de extracción
	3,938.31
	2,562.79
	4,919.66
	6,883.52

	Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo)
	1,886.20
	1,348.46
	2,355.69
	3,294.68


Adicionalmente se cobrará el costo del medidor de acuerdo a lo que establece el Artículo Séptimo del presente decreto.

Para departamentos y asodados (adosados): Edificios (Cuota en pesos)
	
	Social y Mínima
	Económica
	Media
	Residencial y Plus

	CONCEPTO
	(hasta 65 m2)
	(más de 65 m2 a 105 m2)
	(más de 105 m2 a 160 m2)
	(más de 160 m2)

	Conexión a la red de agua
	4,242.00
	7,875.00
	12,594.00
	14,283.00

	Conexión a la red de drenaje sanitario
	721.14
	1,338.75
	2,132.48
	2,428.11

	Otros servicios de infraestructura
	
	
	
	

	Derechos de extracción
	2,562.79
	3,938.31
	5,143.28
	7,196.41

	Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo)
	1,348.46
	1,886.20
	2,462.77
	3,444.43


Adicionalmente se cobrará el costo del medidor de acuerdo a lo que establece el Artículo Séptimo del presente decreto.

Por cada metro cuadrado (m2) adicional, la cuota o tarifa es $ 83.86 más IVA.

Por suministro e instalación de macro medición el desarrollador o fraccionador deberán pagar conforme al diámetro conforme al precio del mercado vigente.

Para desarrollos fuera del área de factibilidad, la cuota por infraestructura adicional está sujeta a que se construyan las obras de infraestructura hidráulica que técnicamente estime necesarias INTERAPAS para hacer factible la prestación de los servicios a los nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos.

Las cuotas del estudio de factibilidad para la prestación de los servicios públicos de agua potable y drenaje sanitario son las siguientes:
	UBICACIÓN
	RANGO DE TOMAS

	
	1-25
	26-50
	51-100
	101-500
	501-MAS

	DENTRO DEL ÁREA FACTIBLE (pesos)
	3,931.08
	6,551.38
	10,483.69
	16,439.06
	24,969.10

	FUERA DEL ÁREA FACTIBLE (pesos)
	6,551.38
	10,483.69
	15,724.32
	26,208.04
	39,312.03


Los montos a que se refiere la tabla anterior son más IVA y el pago de los mismos se harán dentro de los 10 días siguientes a la notificación de la Resolución del Estudio de Factibilidad.””
Ahora bien, en la Cláusula QUINTA del CONVENIO DE INCORPORACIÓN NÚMERO C.C. **********, expediente 2710/22, de fecha 9 de febrero de 2023, se contiene la resolución determinante del crédito fiscal, que se sustenta en el artículo 1 59 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, 18 y demás aplicables de Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de Los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., vigente (ejercicio fiscal 2023), en donde se determinó en cantidad liquida $1,138,520.48 (Un millón ciento treinta y ocho mil quinientos veinte pesos 48/100 M.N.), por concepto de pago de derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos, para la conexión a las redes de agua potable y drenaje sanitario, suministro e instalación de medidores, por servicios de infraestructura, para derechos de extracción e infraestructura adicional por concepto de 25 (veinticinco) tomas de agua potable e igual número de descargas sanitarias las cuales 04 (cuatro) tomas son destinadas para departamento tipo económico, 1 7 (diecisiete) tomas destinadas a departamento tipo medio, y 03 (tres) tomas para departamento tipo residencial, y 01 destinada para servicios generales para el proyecto ********** misma que se transcribe a continuación:
““(...) QUINTA. De conformidad al artículo 1 59 (párrafo segundo) de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí vigente, numeral 18 y demás aplicables de la Ley de Cuotas y Tarifas para la prestación de servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, saneamiento y disposición final de aguas residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P. vigente, “EL DESARROLLADOR” cubrirá las CUOTAS y TARIFAS por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos, para la conexión a las redes de agua potable y drenaje sanitario, suministro e instalación de medidores, por servicios de infraestructura, para derechos de extracción e infraestructura adicional por concepto de 25 (veinticinco) tomas de agua potable e igual número de descargas sanitarias las cuales 04 (cuatro) tomas son destinadas para departamento tipo económico, 17 (diecisiete) tomas destinadas a departamento tipo medio, y 03 (tres) tomas para departamento tipo residencial, y 01 destinada para servicios generales para el proyecto ********** 

Señalado lo anterior, el importe total a pagar por parte de “EL DESARROLLADOR” a “INTERAPAS” respecto al pago de cuotas y precisadas con antelación es de $1,138,520.48 (un millón ciento treinta y ocho mil quinientos veinte peros 48/100 M.N.), de acuerdo a las siguientes tablas:

a) TARIFAS- por infraestructura para la Incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos (art. 18 - tabla, relativa a la clasificación de vivienda conforme a los metros de construcción de la Ley de Cuotas y Tarifas).

	TARIFAS

	CONCEPTOS
	No. DE TOMAS
	TARIFA
	TOTAL

	Tarifa Usos Generales
económica
	1
	$8,564.34
	$8,564.34

	Tarifa Vivienda Tipo
Tradicional
	4
	$12,091.19
	$48,364.76

	Tarifa Vivienda Tipo
Medio
	20
	$15,533.81
	$310,676.20

	
	Subtotal
	$36,189.34
	$367,605.30

	
	IVA
	$5,790.29
	$58,816.85

	
	Total
	$41,979.63
	$426,422.15


b) CUOTAS de infraestructura para conexión a las redes de agua potable y drenaje sanitario, suministro e instalación de medidores, por servicios de infraestructura, para derechos de extracción e infraestructura adicional (de acuerdo al art. 18 – tabla relativa a la integración de las cuotas de infraestructura para departamentos y adosados: Edificios de la Ley de Cuotas y Tarifas).
	SERVICIOS GENERALES (SOCIAL MINIMA)

	CONCEPTOS
	No. DE TOMAS
	CUOTA
	TOTAL

	Conexión a la red de
agua
	1
	$ 4,242.00
	$ 4,242.00

	Conexión a la red de
drenaje sanitario
	1
	$721.14
	$721.14

	Tratamiento de aguas
residuales
	1
	$933.24
	$933.24

	MEDIDOR
	1
	$750.00
	$750.00

	Derechos
de
extracción
	1
	$2,562.79
	$2,562.79

	Infraestructura
adicional perforación
y equipamiento de
.jozo‭
‬
	1
	$1,348.46
	$1,348.46


	
	Subtotal
	$10,557.63
	$10,557.63

	
	IVA
	$1,689.22
	$1,689.22

	
	Total
	$12,246.85
	$12,246.85

	
	

	DEPARTAMENTO TIPO ECONÓMICO

	CONCEPTOS
	No. DE TOMAS
	CUOTA
	TOTAL

	Conexión a la red de
agua
	4
	$ 7,875.00
	$ 31,500.00

	Conexión a la red de
drenaje sanitario
	4
	$1,338.75
	$5,355.00

	Tratamiento de aguas
residuales
	4
	$1,732.50
	$6,930.00

	MEDIDOR
	4
	$750.00
	$3,000.00

	Derechos
de
extracción
	4
	$3,938.31
	$15,753.24

	Infraestructura
adicional perforación
y equipamiento de
pozo
	4
	$1,886.20
	$7,544.80

	
	Subtotal
	$17,520.76
	$70,083.04

	
	IVA
	$2,803.32
	$11,213.29

	
	Total
	$20,324.08
	$81,296.33

	
	
	
	

	DEPARTAMENTO TIPO MEDIA

	CONCEPTOS
	No. DE TOMAS
	CUOTA
	TOTAL

	Conexión a la red de
agua
	17
	$ 12,594.00
	$ 214,098.00

	Conexión a la red de
drenaje sanitario
	17
	$2,132.48
	$36,252.16

	Tratamiento de aguas
residuales
	17
	$2,770.68
	$47,101.56

	MEDIDOR
	17
	$750.00
	$12,750.00

	Derechos
de
extracción
	17
	$5,143.28
	$87,453.76

	Infraestructura
adicional perforación
y equipamiento de
pozo
	17
	$2,462.77
	$41,867.09

	
	Subtotal
	$25,853.21
	$439,504.57

	
	IVA
	$4,136.51
	$70,320.73

	
	Total
	$29,989.72
	$509,825.30

	DEPARTAMENTO TIPO RESIDENCIAL

	CONCEPTOS
	No. DE TOMAS
	CUOTA
	TOTAL

	Conexión a la red de
agua
	3
	$ 14,283.00
	$ 42,849.00

	Conexión a la red de
drenaje sanitario
	3
	$2,428.11
	$7,284.33

	Tratamiento de aguas
residuales
	3
	$3,142.26
	$9,426.78

	MEDIDOR
	3
	$750.00
	$2,250.00

	Derechos
de
extracción
	3
	$7,196.41
	$21,589.23

	Infraestructura
adicional perforación
y equipamiento de
pozo
	3
	$3,444.43
	$10,333.29

	
	Subtotal
	$31,244.21
	$93,732.63

	
	IVA
	$4,999.07
	$14,997.22

	
	Total
	$36,243.28
	$108,729.85


Total $1, 138, 520.48
(…)””

Sin en embargo, mi representada considera que en que aplicaron de manera indebida las cuotas y tarifas establecidas en los artículos 1 3 (conexión y servicio de tratamiento de aguas residuales), y 18 (cuotas o tarifas por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí), de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de Los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., para el Ejercicio Fiscal 2023, publicado en el Periódico Oficial del Estado del 27 de diciembre de 2022.

Sobre el particular, se debe abundar que en el segundo concepto de impugnación, se formularán los argumentos relativos, al cobro indebido por concepto de tratamiento de aguas residuales a que se refiere el artículo 13 de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de Los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., para el Ejercicio Fiscal 2023, publicado en el Periódico Oficial del Estado del 27 de diciembre de 2022, aplicadas en la resolución determinante del crédito fiscal.

En el presente concepto de impugnación, nos interesa abordar el doble cobro de derechos por concepto de derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, que carece de toda justificación en la resolución determinante del crédito fiscal, y que se origina de una indebida aplicación de del artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de Los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., para el Ejercicio Fiscal 2023, publicado en el Periódico Oficial del Estado del 27 de diciembre de 2022, ya que se realizó una libre interpretación por parte de la Autoridad que emitió la resolución determinante del crédito fiscal.

En efecto, de acuerdo a lo que dispone el artículo 2° del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, las disposiciones fiscales que se refieren al sujeto, objeto, base gravable, tasas o tarifas, que son elementos esenciales de toda contribución, serán de aplicación estricta, por lo que no pueden interpretarse libremente por la Autoridades. A continuación se transcribe
““ARTÍCULO 2°.- Las disposiciones fiscales que se refieran a los sujetos, objeto, base gravable, tasas o tarifas, lugares y fechas de pago, infracciones y sanciones y las que señalen excepciones a las mismas, serán de aplicación estricta, por lo que no podrán interpretarse libremente por las autoridades o por los contribuyentes.

Son disposiciones supletorias de este Código las normas fiscales federales, las normas del derecho común estatal y los principios generales de derecho, siempre que su aplicación no sea contraria a la naturaleza y a los principios del derecho tributario.””
En ese sentido, se debe atender a la literalidad del artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de Los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., para el Ejercicio Fiscal 2023, publicado en el Periódico Oficial del Estado del 27 de diciembre de 2022; que se estructura, de forma que prevé el cobro de derechos por tres conceptos diferentes a saber:
A)
Infraestructura, a que se refieren los párrafos primero, cuarto, sexto, y octavo, así como las tablas primera, segunda y tercera del artículo 18 en cita;

B)
Suministro e instalación de medidores, a que se refieren los párrafos segundo, quinto y séptimo del artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas en cita, que remiten al cobro conforme al artículo 9° de la misma Ley; y

C)
Servicios para el estudio de factibilidad, a que se refieren los párrafos décimo, décimo primero y décimo segundo, así como la cuarta tabla del artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas en cita. 
De los conceptos referidos en los B) Suministro e instalación de medidores, y C) Servicios de estudio de factibilidad, ya no haremos referencia en el presente concepto de impugnación, en razón de que no son objeto de un doble cobro en la resolución determínate del crédito fiscal, de que nos ocupamos en este momento; que se refiere en particular doble cobro los derechos por el capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí.
En ese orden de ideas, nos interesa abundar, en cuanto que el concepto de Derechos por Infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos, que se integra por cuatro subconceptos a saber: a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de drenaje sanitario; c) Derechos de extracción; y d) Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo); que en su conjunto conforman el concepto de Infraestructura, cuya cuota y/o tarifa, se
diferencia, en la clasificación de por tipo de vivienda, que atiende al número de metros cuadrados de construcción. Pues así, se obtiene de la literalidad del primer párrafo, la primera tabla, el cuarto párrafo y la segunda tabla, como se puede apreciar en la transcripción que se realiza a continuación:
“”ARTÍCULO 18. Las cuotas o tarifas por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, para conexión a las redes de agua potable y drenaje sanitario, suministro e instalación de medidores, por servicios de infraestructura, para derechos de extracción e infraestructura adicional, así como por servicios para el estudio de factibilidad, se aplicarán de acuerdo a la siguiente tabla:

	Para viviendas:
	Tarifa ($)

	Económica: vivienda con subsidio de gobierno, hasta 50 m2 de construcción.
	8,564.34

	Tradicional: vivienda de más de 50 hasta 105 m2 de construcción
	12,091.19

	Media: vivienda de más de 105 hasta 180 m2 de construcción
	15,533.81

	Residencial: vivienda de más de 180 m2 de construcción
	27,557.46


Adicionalmente se cobrará el costo del medidor de acuerdo a lo que establece el Artículo 7° de esta Ley.

1. Para la clasificación del tipo de vivienda, se considerará, además, la zona de factibilidad y clasificación de cobro por uso.

La integración de las cuotas de infraestructura es la siguiente:

Tipo de vivienda (cuota en pesos)

	CONCEPTO
	Tradicional
	Económica
	Media
	Residencial y Plus

	Conexión a la red de agua
	4,992.61
	3,722.98
	6,694.08
	14,614.24

	Conexión a la red de drenaje sanitario
	848.74
	832.91
	1,137.99
	2,484.42

	Derechos de extracción
	3,938.31
	2,562.79
	4,919.66
	6,883.52

	Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo)
	1,886.20
	1,348.46
	2,355.69
	3,294.68


Al respecto, es necesario resaltar, que tanto en el primer párrafo, como en las tablas primera y segunda tabla, se hace referencia a los mismos conceptos, esto es: a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de drenaje sanitario; c) Derechos de extracción; y d) Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo). En ese contexto, tanto la primera tabla como la segunda tabla refieren el cobro de los mismos conceptos.
Lo anterior se corrobora con el contenido del párrafo sexto y la tercera tabla del artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas en análisis; porción normativa en la que se hace referencia a los mismos conceptos
de: a) Conexión
a la red de agua potable; b) Conexión a la red de drenaje sanitario; c) Derechos de extracción; y d) Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo), para el cobro de los derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos a que se refiere el Capítulo II
del Título Sexto
de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, pero referente a los departamentos y asodados, los que también se clasifican atendiendo a los metros de construcción, para establecer una cuota y/o tarifa diferenciada atendiendo a los metros cuadrados de construcción, tal y como se aprecia en la siguiente transcripción
Para departamentos y asodados (adosados): Edificios (Cuota en pesos)
	
	Social y Mínima
	Económica
	Media
	Residencial y Plus

	CONCEPTO
	(hasta 65 m2)
	(más de 65 m2 a 105 m2)
	(más de 105 m2 a 160 m2)
	(más de 160 m2)

	Conexión a la red de agua
	4,242.00
	7,875.00
	12,594.00
	14,283.00

	Conexión a la red de drenaje sanitario
	721.14
	1,338.75
	2,132.48
	2,428.11

	Otros servicios de infraestructura
	
	
	
	

	Derechos de extracción
	2,562.79
	3,938.31
	5,143.28
	7,196.41

	Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo)
	1,348.46
	1,886.20
	2,462.77
	3,444.43


En esas circunstancias, se debe destacar, que el Legislador distinguió dos conceptos, por una parte, las viviendas entendidas como la unidad de vivienda unifamiliar, y por otra parte la vivienda plurifamiliar, referente a los departamentos y asodados, clasificando cada una atendiendo a los metros cuadrados de construcción; debiéndose destacar, que la clasificación por metros cuadrados de la primera y la tercera tabla establecen clasificaciones diferentes, es decir, no corresponden ni la nomenclatura de clasificación, ni los metros cuadraos que distinguen a cada nomenclatura; por ejemplo en tratándose de vivienda la clasificación “Económica” corresponde a vivienda de hasta 50 metros cuadrados, mientras q e en tratándose de departamentos la clasificación “Económica” corresponde los que van de 65 a 105 metros cuadrados, existiendo una diferenciación clara y evidente.

Sin embargo, el la Cláusula QUINTA del CONVENIO DE INCORPORACIÓN

NÚMERO **********,
expediente 2710/22, de fecha 9 de
febrero de 2023, en el inciso a), el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez establece que se deben pagar: “a) TARIFAS- por infraestructura para la Incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos (art. 18 - tabla, relativa a la clasificación de vivienda conforme a
los
metros
de construcción de la
Ley de Cuotas y Tarifas).”; lo que resulta contrario a lo establecido por el legislador en la norma jurídica a estudio, en donde distinguió de manera puntual, lo referente a las viviendas como unidad
de
vivienda
unifamiliar, y por otra
parte la vivienda plurifamiliar, referente a los departamentos y asodados, clasificando ambos tipos de viviendas atendiendo a los metros cuadrados de construcción.
Por tanto, resulta contrario a la lógica, y a la construcción gramatical de la norma, que al determinar el crédito fiscal, el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez , establezca que conforme
al
artículo
18 de Ley de Cuotas
y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de Los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., para el Ejercicio Fiscal 2023, publicado en el Periódico Oficial del Estado del 27 de diciembre de 2022; que en tratándose de departamentos, como es el caso del “GRAN DE VELASCO”, se establecieron dos cuotas y/o tarifas diferentes y acumulativas, una concentrada señalada como vivienda, y otra desglosada como departamentos y asodados, de derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, siendo que amparan los mismos conceptos a saber a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de drenaje sanitario; c) Derechos de extracción; y d) Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo), así como que se clasifican de manera diferenciada atendiendo a los metros de construcción, según se obtiene del primer párrafo de la primera tabla, y de la tercera tabla de la disposición en cita.
Por lo que es evidente,
que nos encontramos ante una duplicidad en el cobro de derechos, ya que la primera tabla se refiere exclusivamente a la vivienda unifamiliar, y se encuentra vinculada a la segunda tabla, en la que se reproduce la clasificación, y corresponde al pago de los derechos que corresponden a las viviendas unifamiliares, pues como se ha señalado en la segunda tabla se desglosan, tal y como lo indica la norma, los conceptos que integran el pago de derechos por concepto de infraestructura para la incorporación
de
nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, habida cuenta que amparan los mismos conceptos a saber a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de drenaje sanitario; c) Derechos de extracción; y d) Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo).
No es óbice para lo anterior, que si efectuamos la suma de las cantidades desglosadas en la segunda tabla, no correspondan a la cantidad establecida en la primera tabla, ya que en todo caso al tratarse de contribuciones, el legislador estableció para en tratándose de viviendas, un mínimo y un máximo, mismo que debe ser individualizado por la autoridad, tal y como lo ordena el numeral 1 contenido en el tercer párrafo del artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas en cita, y transcrito anteriormente, que literalmente establece: “1. Para la clasificación del tipo de vivienda, se considerará, además, la zona de factibilidad y clasificación de cobro por uso.”.
En ese orden de ideas, es más que claro, que el artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas en comento, no establece la duplicidad de cobro, en el que se cobre por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos, pues de ser así, se hace evidente una aplicación inequitativa y desproporcionada, en el cobro de derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, que ampara los mismos conceptos a saber a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de drenaje sanitario; c) Derechos de extracción; y d) Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo), ya que así lo establece el primer párrafo del artículo en cita, como se ha explicado con antelación.
En ese sentido, a efecto de respetar el principio de equidad y proporcionalidad, que establece el artículo 31 fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de contribuciones; se debe considerar que las tablas uno y dos del artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de Los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., para el Ejercicio Fiscal 2023, publicado en el Periódico Oficial del Estado del 27 de diciembre de 2022; están vinculadas, ya que en la primera se expresa el tipo de vivienda (casa) conforme a los metros cuadrados de construcción, y la tarifa en pesos para el concepto de Infraestructura, incluyendo todos sus cuatro subconceptos a los que se hace referencia en el primer párrafo; mientras que en la segunda tabla, se establece el detalle de la tarifa por concepto de Infraestructura, paro ahora desglosada conforme a los cuatro subconceptos que la integran: a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de drenaje sanitario; c) Derechos de extracción; y d) Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo).
Esta consideración, encuentra apoyo además en el cuarto párrafo de la disposición a estudio (artículo 18 referido en el párrafo anterior), que literalmente establece: “La integración de las cuotas de infraestructura es la siguiente:”, y enseguida se inserta la tabla identificada como "tipo de vivienda cuota en pesos”, que a la letra dice:
	CONCEPTO
	Tradicional
	Económica
	Media
	Residencial y Plus

	Conexión a la red de agua
	4,992.61
	3,722.98
	6,694.08
	14,614.24

	Conexión a la red de drenaje sanitario
	848.74
	832.91
	1,137.99
	2,484.42

	Derechos de extracción
	3,938.31
	2,562.79
	4,919.66
	6,883.52

	Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo)
	1,886.20
	1,348.46
	2,355.69
	3,294.68


Al respecto, es necesario señalar también, que en la Tercera tabla, que se refiere a los departamentos y asodados, se hace referencia a los mismos conceptos de: a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de drenaje sanitario; c) Derechos de extracción; y d) Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo), para el cobro de los derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, los que también se clasifican atendiendo a los metros de construcción, para establecer una cuota y/o tarifa diferenciada atendiendo a los metros cuadrados de construcción, tal y como se aprecia en la siguiente transcripción

	
	Social y Mínima
	Económica
	Media
	Residencial y Plus

	CONCEPTO
	(hasta 65 m2)
	(más de 65 m2 a 105 m2)
	(más de 105 m2 a 160 m2)
	(más de 160 m2)

	Conexión a la red de agua
	4,242.00
	7,875.00
	12,594.00
	14,283.00

	Conexión a la red de drenaje sanitario
	721.14
	1,338.75
	2,132.48
	2,428.11

	Otros servicios de infraestructura
	
	
	
	

	Derechos de extracción
	2,562.79
	3,938.31
	5,143.28
	7,196.41

	Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo)
	1,348.46
	1,886.20
	2,462.77
	3,444.43


Al ser esto así, el cobro que se liquidó en el inciso: “a) TARIFAS- por infraestructura para la Incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos (art. 18 - tabla, relativa a la clasificación de vivienda conforme a los metros de construcción de la Ley de Cuotas y Tarifas).”, de la Cláusula QUINTA, del CONVENIO DE INCORPORACIÓN NÚMERO C.C. 01/2023, expediente 2710/22, del 9 de febrero de 2023, carece de todo sustento, en cuanto al objeto del derecho cobrado, duplicando así el cobro, es que se carece de concepto, puesto que en la tabla se puede observar, que se estableció como concepto del cobro los siguiente: 1 T a rifa de Usos Generales económica 1 toma; 2.- Tarifa Vivienda Tipo Tradicional 4 tomas; y 3.- Tarifa Vivienda Tipo Medio 20 tomas; lo que no indica de ninguna manera, cuál es el objeto del cobro, es decir dicho cobro carece de todo sustento en cuanto al objeto materia del derecho, tal y como se aprecia en la transcripción que se realiza a continuación:

c) TARIFAS- por infraestructura para la Incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos (art. 18 - tabla, relativa a la clasificación de vivienda conforme a los metros de construcción de la Ley de Cuotas y Tarifas).

	TARIFAS

	CONCEPTOS
	No. DE TOMAS
	TARIFA
	TOTAL

	Tarifa Usos Generales
económica
	1
	$8,564.34
	$8,564.34

	Tarifa Vivienda Tipo
Tradicional
	4
	$12,091.19
	$48,364.76

	Tarifa Vivienda Tipo
Medio
	20
	$15,533.81
	$310,676.20

	
	Subtotal
	$36,189.34
	$367,605.30

	
	IVA
	$5,790.29
	$58,816.85

	
	Total
	$41,979.63
	$426,422.15


Tan es así, que el cobro carece de todo sustento jurídico en cuanto al objeto del derecho, que se hace referencia a las clasificación de viviendas, lo que no corresponde a la realidad ya que el desarrollo “GRAN DE VELASCO” son departamentos, tal y como se hace constar en el primer párrafo de la Cláusula QUINTA, del CONVENIO DE INCORPORACIÓN NÚMERO C.C. 01/2023, expediente ********** por lo cual por una parte, no encuadra en la hipótesis de causación que se refiere a
viviendas, y por otra
parte no indica un objeto de cobro de derechos, ya que la clasificación de la primera tabla carece de todo sustento, sui no se toma como referencia el primer párrafo y la segunda tabla primer párrafo del artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas en estudio, es decir, la autoridad no encontró en que justificar lo que cobra, por lo cual al realizar un cobro sin justificación deviene ilegal.

Lo anterior, obedece claramente a una ausencia del elemento objeto de la contribución, eso se corrobora, con ejercicio sobre la literalidad del primer párrafo y la primera tabla del artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas estudio, ya que si retiramos de ese primer párrafo los conceptos de cobro de derechos que están referidos en los restantes párrafos y las tablas segunda tercera y cuarta, obtenemos que en ellos se hace referencia al elemento objeto de la contribución, que se particulariza en:

1.
- El concepto de Infraestructura, que se integra en los conceptos de: a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de drenaje sanitario; c) Derechos de extracción; y d) Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo) que se particularizan tanto para vivienda, como para departamentos y asodados (párrafos cuarto, sexto, y octavo, así como las tablas primera, segunda y tercera);

2.
- El concepto de suministro e instalación de medidores para el que se refiere a la cuota y/o tarifa del artículo 7 de la misma Ley (los párrafos segundo, quinto y séptimo); y

3.
- El concepto de los estudios de factibilidad, a que se refieren los párrafos décimo, décimo primero y décimo segundo, así como la cuarta tabla.
A efecto, de hacer gráfico el argumento, para una mejor comprensión, a continuación se transcribe el primer párrafo del artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de Los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., para el Ejercicio Fiscal 2022, publicado en el Periódico Oficial del Estado del 28 de diciembre de 2021; en donde se resaltan los conceptos a que nos referimos en los numerales que anteceden:

“ARTÍCULO 18. Las cuotas o tarifas por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, para conexión a las redes de agua potable y drenaje sanitario, suministro e instalación de i medidores, por servicios de infraestructura, para derechos de extracción e infraestructura adicional, así como por servicios para el estudio de factibilidad, se aplicarán de acuerdo a la siguiente tabla:”

Del ejercicio anterior, se obtiene que la primera tabla carece de todo sustento en cuanto al elemento objeto de la contribución, es decir, la primera tabla no hace referencia a un objeto especifico y diferente de los ya enumerados, de manera que justifique la aplicación del cobro de un derecho en particular, sino que como se
ha venido diciendo, corresponde a los derechos por  concepto de infraestructura, que en tratándose de viviendas, se desglosan en cuanto a su integración conforme lo dispone el párrafo cuarto y la segunda tabla del artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas en cita.

A mayor abundamiento, se debe decir, que si no se atiende a la literalidad de la disposición, es decir, al contenido de los párrafos primero y cuarto del artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de Los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., para el Ejercicio Fiscal 2022, publicado en el Periódico Oficial del Estado del 28 de diciembre de 2021; las tablas primera y segunda de la disposición carecen de todo sentido, de ahí, que deban aplicarse en todo momento tomando en consideración los párrafos que les preceden, y atendiendo a la lógica de que por congruencia la disposición no puede establecer un cobro doble por los mismos conceptos; y por la misma razón, no puede interpretarse, que se establece un doble cobro en relación a los departamentos y asodados a que se refiere la tercera tabla.

Al respecto, se debe destacar, que los derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos, se cobran justamente por incorporar un fraccionamiento o desarrollo urbano, como en el caso de ********** a la infraestructura existente, cuya administración, control, cuidado y mantenimiento está a cargo del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y

Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez, misma que se encuentra integrada por la infraestructura consistente en la red de agua potable y la red de drenaje sanitario, y se cobran adicionalmente los derechos de extracción de agua, así como la infraestructura adicional que se requiera realizar la incorporación.
En ese sentido, cabe preguntarse, que es lo que pretende cobrar el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez, adicionalmente a lo ya descrito; porqué si está cobrando los derechos correspondientes a la incorporación a la red de agua, a la red de drenaje, los derechos de extracción y la infraestructura adicional para la incorporación, se cobra adicionalmente derechos por incorporación del desarrollo urbano identificado como “**********”, es decir, sobre que objeto se cobra ese derecho, cual es la función de derecho público y el servicio que se presta al mi representada; la respuesta es obvia, no existe un concepto de cobro, es decir no existe una base u objeto que sea materia del cobro de derechos, puesto que la incorporación a la infraestructura existente, se está cobrando
en el inciso b) de la Cláusula QUINTA del CONVENIO DE INCORPORACIÓN NÚMERO **********, expediente 2710/22, del 9 de febrero de 2023.
En efecto, todo cobro de derechos, obedece a un objeto de cobro, que es una función de derecho público, en el caso concreto de los derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos, se cobran justamente por incorporar un fraccionamiento o desarrollo urbano, como en el caso de “**********”, a la infraestructura existente, misma que se encuentra integrada por la infraestructura consistente en la red de agua potable y la red de drenaje sanitario, y se cobran adicionalmente los derechos de extracción de agua, así como la infraestructura adicional que se requiera realizar la incorporación
En ese sentido, la primera tabla prevista en el artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas ya citada, es claro, que no establecen un cobro duplicado por los mismos conceptos, ya que esta primera tabla no detalla por sí misma que cobro ampara, sino que depende de lo establecido en el párrafo primero, que establece los conceptos de: a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión
a la red de drenaje sanitario; c) Derechos de extracción; y d) Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo), así como de la segunda tabla, que refiere esos mismos conceptos en tratándose de vivienda (casa), y en la tercera tabla se hace referencia a los mismos conceptos, en tratándose de departamentos o asodados.
Por lo cual, el detalle de las cuotas y/o tarifas establecidas en la tercera
tabla, no puede interpretarse como una tarifa diferente, adicional y acumulativa a la tarifa de la primera tabla, ya que, además de que la primer tabla se refiere a viviendas (casas), la tercera tabla detalla el cobro unitario de la tarifa correspondiente a cada uno de los cuatro conceptos que integran el Concepto de Infraestructura, mismos que corresponde a los conceptos están mencionados en el primer párrafo de la disposición del que se desprenden todas las tablas de artículo 18 de la Ley de Cuotas. Y Tarifas.
Puesto que bajo la premisa que no se pueden duplicar cobros por el mismo concepto, ya que ello implicaría una doble tributación por el mismo objeto de la contribución, lo que no
solo es contrario a la lógica, sino al principio de equidad y proporcionalidad a que están sujetas las contribuciones por imperativo del artículo 31 fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la única interpretación viable, es que la tratarse de conceptos diferentes a los definidos en la tercera tabla como lo son a) Conexión a la red de agua potable;
b) Conexión
a la
red de
drenaje
sanitario; c)
Derechos de extracción; y d) Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo), que se distribuyen equitativamente atendiendo al número de viviendas, y que se cobran diferenciadamente de acuerdo con el número de metros cuadrados de construcción de la vivienda, es que el derecho por incorporación del fraccionamiento, se cobre por unidad de fraccionamiento o desarrollo urbano de que se trate, estando en todo caso el sujeto obligado a pagar, las tarifas diferenciadas de acuerdo con los tipos de vivienda que se ubiquen en su fraccionamiento, por tanto se trataría de un cobro por fraccionamiento, y no por unidad de vivienda.
Por tanto, si en la resolución determinante del crédito fiscal, contenida en la

Cláusula QUINTA del CONVENIO DE INCORPORACIÓN NÚMERO C.C. **********, expediente ********** del 9 de febrero de 2023, el ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ, Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ (INTERAPAS), estableció el cobro aplicando las cuotas y/o tarifas, tanto de la primera tabla, como de la tercera tabla, previstas en el artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de Los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., para el Ejercicio Fiscal 2023, publicado en el Periódico Oficial del Estado del 27 de diciembre de 2022; es claro que está efectuando un doble cobro por los mismos conceptos a saber a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de drenaje sanitario; c) Derechos de extracción; y d) Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo); atentos a los que literalmente establece el párrafo primero de la disposición legal en cita, y a la ausencia de objeto en el cobro de derecho que está realizando en el inciso a) de la Cláusula QUINTA del CONVENIO DE INCORPORACIÓN NÚMERO C.C. **********, del 9 de febrero de 2023.
Siendo únicamente procedente el cobro de los derechos a que se refiere el inciso b) de la Cláusula QUINTA del CONVENIO DE INCORPORACIÓN NÚMERO **********, expediente **********, del 9 de febrero de 2023; con excepción del concepto referente a tratamiento de aguas residuales, a que se refiere el segundo concepto de impugnación.
Por todo lo anterior, es claro que la determinación del crédito fiscal a cargo de mi representada, deviene ilegal y debe declararse su nulidad.
SEGUNDO- Concepto de impugnación, por cobro indebido de derechos por concepto de Tratamiento de aguas residuales.

En la Cláusula QUINTA del CONVENIO DE INCORPORACIÓN NÚMERO C.C. ********** de fecha 9 de febrero de 2023, se contiene la resolución determinante del crédito fiscal, que se sustenta en el artículo 1 59 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, 18 y demás aplicables de Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de Los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., vigente (ejercicio fiscal
2023),
en donde se determinó en cantidad liquida
$1,138,520.48
(Un millón
ciento
treinta y ocho mil
quinientos
veinte pesos
48/100 M.N.),
por concepto de pago de derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos, para la conexión a las redes de agua
potable
y drenaje sanitario,
suministro
e instalación
de medidores,
por servicios de
infraestructura, para
derechos
de extracción e infraestructura adicional por concepto de 25 (veinticinco) tomas de agua potable e igual número de descargas sanitarias las cuales 04 (cuatro) tomas son destinadas para departamento tipo económico, 1 7 (diecisiete) tomas destinadas a departamento tipo medio, y 03 (tres) tomas para departamento tipo residencial, y 01 destinada para servicios generales para el proyecto ********** misma que se transcribe a continuación:
““(...) QUINTA. De conformidad al artículo 1 59 (párrafo segundo) de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí vigente, numeral 18 y demás aplicables de la Ley de Cuotas y Tarifas para la prestación de servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, saneamiento y disposición final de aguas residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P. vigente, “EL DESARROLLADOR” cubrirá las CUOTAS y TARIFAS por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos, para la conexión a las redes de agua potable y drenaje sanitario, suministro e instalación de medidores, por servicios de infraestructura, para derechos de extracción e infraestructura adicional por concepto de 25 (veinticinco) tomas de agua potable e igual número de descargas sanitarias las cuales 04 (cuatro) tomas son destinadas para departamento tipo económico, 17 (diecisiete) tomas destinadas a departamento tipo medio, y 03 (tres) tomas para departamento tipo residencial, y 01 destinada para servicios generales para el proyecto ********** 

Señalado lo anterior, el importe total a pagar por parte de “EL DESARROLLADOR” a “INTERAPAS” respecto al pago de cuotas y precisadas con antelación es de $1,138,520.48 (un millón ciento treinta y ocho mil quinientos veinte peros 48/100 M.N.), de acuerdo a las siguientes tablas:

d) TARIFAS- por infraestructura para la Incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos (art. 18 - tabla, relativa a la clasificación de vivienda conforme a los metros de construcción de la Ley de Cuotas y Tarifas).

	TARIFAS

	CONCEPTOS
	No. DE TOMAS
	TARIFA
	TOTAL

	Tarifa Usos Generales
económica
	1
	$8,564.34
	$8,564.34

	Tarifa Vivienda Tipo
Tradicional
	4
	$12,091.19
	$48,364.76

	Tarifa Vivienda Tipo
Medio
	20
	$15,533.81
	$310,676.20

	
	Subtotal
	$36,189.34
	$367,605.30

	
	IVA
	$5,790.29
	$58,816.85

	
	Total
	$41,979.63
	$426,422.15


e) CUOTAS de infraestructura para conexión a las redes de agua potable y drenaje sanitario, suministro e instalación de medidores, por servicios de infraestructura, para derechos de extracción e infraestructura adicional (de acuerdo al art. 18 – tabla relativa a la integración de las cuotas de infraestructura para departamentos y adosados: Edificios de la Ley de Cuotas y Tarifas).
	SERVICIOS GENERALES (SOCIAL MINIMA)

	CONCEPTOS
	No. DE TOMAS
	CUOTA
	TOTAL

	Conexión a la red de
agua
	1
	$ 4,242.00
	$ 4,242.00

	Conexión a la red de
drenaje sanitario
	1
	$721.14
	$721.14

	Tratamiento de aguas
residuales
	1
	$933.24
	$933.24

	MEDIDOR
	1
	$750.00
	$750.00

	Derechos
de
extracción
	1
	$2,562.79
	$2,562.79

	Infraestructura
adicional perforación
y equipamiento de
.jozo‭
‬
	1
	$1,348.46
	$1,348.46


	
	Subtotal
	$10,557.63
	$10,557.63

	
	IVA
	$1,689.22
	$1,689.22

	
	Total
	$12,246.85
	$12,246.85

	
	

	DEPARTAMENTO TIPO ECONÓMICO

	CONCEPTOS
	No. DE TOMAS
	CUOTA
	TOTAL

	Conexión a la red de
agua
	4
	$ 7,875.00
	$ 31,500.00

	Conexión a la red de
drenaje sanitario
	4
	$1,338.75
	$5,355.00

	Tratamiento de aguas
residuales
	4
	$1,732.50
	$6,930.00

	MEDIDOR
	4
	$750.00
	$3,000.00

	Derechos
de
extracción
	4
	$3,938.31
	$15,753.24

	Infraestructura
adicional perforación
y equipamiento de
pozo
	4
	$1,886.20
	$7,544.80

	
	Subtotal
	$17,520.76
	$70,083.04

	
	IVA
	$2,803.32
	$11,213.29

	
	Total
	$20,324.08
	$81,296.33

	
	
	
	

	DEPARTAMENTO TIPO MEDIA

	CONCEPTOS
	No. DE TOMAS
	CUOTA
	TOTAL

	Conexión a la red de
agua
	17
	$ 12,594.00
	$ 214,098.00

	Conexión a la red de
drenaje sanitario
	17
	$2,132.48
	$36,252.16

	Tratamiento de aguas
residuales
	17
	$2,770.68
	$47,101.56

	MEDIDOR
	17
	$750.00
	$12,750.00

	Derechos
de
extracción
	17
	$5,143.28
	$87,453.76

	Infraestructura
adicional perforación
y equipamiento de
pozo
	17
	$2,462.77
	$41,867.09

	
	Subtotal
	$25,853.21
	$439,504.57

	
	IVA
	$4,136.51
	$70,320.73

	
	Total
	$29,989.72
	$509,825.30

	DEPARTAMENTO TIPO RESIDENCIAL

	CONCEPTOS
	No. DE TOMAS
	CUOTA
	TOTAL

	Conexión a la red de
agua
	3
	$ 14,283.00
	$ 42,849.00

	Conexión a la red de
drenaje sanitario
	3
	$2,428.11
	$7,284.33

	Tratamiento de aguas
residuales
	3
	$3,142.26
	$9,426.78

	MEDIDOR
	3
	$750.00
	$2,250.00

	Derechos
de
extracción
	3
	$7,196.41
	$21,589.23

	Infraestructura
adicional perforación
y equipamiento de
pozo
	3
	$3,444.43
	$10,333.29

	
	Subtotal
	$31,244.21
	$93,732.63

	
	IVA
	$4,999.07
	$14,997.22

	
	Total
	$36,243.28
	$108,729.85


Total $1, 138, 520.48

(…)””
Sin en embargo, mi representada considera que en que aplicaron de manera indebida las cuotas y tarifas establecidas en el artículo 13 (conexión y servicio de tratamiento de aguas residuales), de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de Los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., para el Ejercicio Fiscal 2023, publicado en el Periódico Oficial del Estado del 27 de diciembre de 2022.
Como puede leerse, en la determinación del crédito fiscal, dentro de los conceptos establecidos en el inciso b) de la Cláusula QUINTA del CONVENIO DE INCORPORACIÓN NÚMERO C.C********** del 9 de febrero de 2023, se establece el cobro de derechos por concepto de “Tratamiento de aguas residuales"; al respecto debe decirse que se trata de un cobro indebido, ya que ********** niega lisa y llanamente encontrarse en la hipótesis legal de causación de ese derecho.
De acuerdo a lo que dispone el artículo 2° del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, las disposiciones fiscales que se refieren al sujeto, objeto, base gravable, tasas o tarifas, que son elementos esenciales de toda contribución, serán de aplicación estricta, por lo que no pueden interpretarse libremente por la Autoridades. A continuación se transcribe ‭
““ARTÍCULO 2°.- Las disposiciones fiscales que se refieran a los sujetos, objeto, base gravable, tasas o tarifas, lugares y fechas de pago, infracciones y sanciones y las que señalen excepciones a las mismas, serán de aplicación estricta, por lo que no podrán interpretarse libremente por las autoridades o por los contribuyentes.

Son disposiciones supletorias de este Código las normas fiscales federales, las normas del derecho común estatal y los principios generales de derecho, siempre que su aplicación no sea contraria a la naturaleza y a los principios del derecho tributario.””
En efecto, el pago de derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, están definidos en el artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de Los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., para el Ejercicio Fiscal 2023, publicado en el Periódico Oficial del Estado del 27 de diciembre de 2022, que a la letra dice:
“”ARTÍCULO 18. Las cuotas o tarifas por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, para conexión a las redes de agua potable y drenaje sanitario, suministro e instalación de medidores, por servicios de infraestructura, para derechos de extracción e infraestructura adicional, así como por servicios para el estudio de factibilidad, se aplicarán de acuerdo a la siguiente tabla:

	Para viviendas:
	Tarifa ($)

	Económica: vivienda con subsidio de gobierno, hasta 50 m2 de construcción.
	8,564.34

	Tradicional: vivienda de más de 50 hasta 105 m2 de construcción
	12,091.19

	Media: vivienda de más de 105 hasta 180 m2 de construcción
	15,533.81

	Residencial: vivienda de más de 180 m2 de construcción
	27,557.46


Adicionalmente se cobrará el costo del medidor de acuerdo a lo que establece el Artículo 7° de esta Ley.

1. Para la clasificación del tipo de vivienda, se considerará, además, la zona de factibilidad y clasificación de cobro por uso.

La integración de las cuotas de infraestructura es la siguiente:

Tipo de vivienda (cuota en pesos)
	CONCEPTO
	Tradicional
	Económica
	Media
	Residencial y Plus

	Conexión a la red de agua
	4,992.61
	3,722.98
	6,694.08
	14,614.24

	Conexión a la red de drenaje sanitario
	848.74
	832.91
	1,137.99
	2,484.42

	Derechos de extracción
	3,938.31
	2,562.79
	4,919.66
	6,883.52

	Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo)
	1,886.20
	1,348.46
	2,355.69
	3,294.68


Adicionalmente se cobrará el costo del medidor de acuerdo a lo que establece el Artículo Séptimo del presente decreto.

Para departamentos y asodados (adosados): Edificios (Cuota en pesos)
	
	Social y Mínima
	Económica
	Media
	Residencial y Plus

	CONCEPTO
	(hasta 65 m2)
	(más de 65 m2 a 105 m2)
	(más de 105 m2 a 160 m2)
	(más de 160 m2)

	Conexión a la red de agua
	4,242.00
	7,875.00
	12,594.00
	14,283.00

	Conexión a la red de drenaje sanitario
	721.14
	1,338.75
	2,132.48
	2,428.11

	Otros servicios de infraestructura
	
	
	
	

	Derechos de extracción
	2,562.79
	3,938.31
	5,143.28
	7,196.41

	Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo)
	1,348.46
	1,886.20
	2,462.77
	3,444.43


Adicionalmente se cobrará el costo del medidor de acuerdo a lo que establece el Artículo Séptimo del presente decreto.

Por cada metro cuadrado (m2) adicional, la cuota o tarifa es $ 83.86 más IVA.

Por suministro e instalación de macro medición el desarrollador o fraccionador deberán pagar conforme al diámetro conforme al precio del mercado vigente.

Para desarrollos fuera del área de factibilidad, la cuota por infraestructura adicional está sujeta a que se construyan las obras de infraestructura hidráulica que técnicamente estime necesarias INTERAPAS para hacer factible la prestación de los servicios a los nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos.

Las cuotas del estudio de factibilidad para la prestación de los servicios públicos de agua potable y drenaje sanitario son las siguientes:
	UBICACIÓN
	RANGO DE TOMAS

	
	1-25
	26-50
	51-100
	101-500
	501-MAS

	DENTRO DEL ÁREA FACTIBLE (pesos)
	3,931.08
	6,551.38
	10,483.69
	16,439.06
	24,969.10

	FUERA DEL ÁREA FACTIBLE (pesos)
	6,551.38
	10,483.69
	15,724.32
	26,208.04
	39,312.03


Los montos a que se refiere la tabla anterior son más IVA y el pago de los mismos se harán dentro de los 10 días siguientes a la notificación de la Resolución del Estudio de Factibilidad.””

Atentos a la literalidad de la disposición transcrita,
a efecto
de identificar los sujetos, y objeto, se obtiene en primer lugar, que el sujeto de las contribuciones ahí establecidas es el desarrollador, puesto que se trata de la persona física o moral que solicita que la incorporación del nuevo fraccionamiento o desarrollo urbano de que se trate, a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí.
En segundo lugar, se advierte, que la disposición refiere como el objeto de
la contribución en tres conceptos a saber: A) Infraestructura;
B) Suministro e instalación de medidores; y C) Servicios para el estudio de factibilidad; que la

base gravable es el número de viviendas. 

Por tanto **********. no es sujeto del pago de derechos por concepto de “Tratamiento de aguas residuales”, por dos razones esenciales, se trata de un objeto, es decir un concepto no contemplado en dicha disposición, y no es un sujeto obligado
al pago de la contribución, al no estar contemplado dentro del catálogo de derechos que debe pagar el desarrollador
por  derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí.
Ahora bien, sí analizamos la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y de Los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., para el Ejercicio Fiscal 2023, publicado en el Periódico Oficial del Estado del 27 de diciembre de 2022; podemos observar, que en el artículo 13 de dicho ordenamiento se establece literalmente lo siguiente:
“ARTÍCULO 13. Las cuotas o tarifas por conexión y servicio de tratamiento de aguas residuales se pagarán por un monto equivalente del 22% de la cuota correspondiente por conexión a la red de agua potable, independientemente de los costos derivados por los trabajos necesarios para hacer la conexión a la red de drenaje.”

Se obtiene, que la disposición transcrita, expresamente al sujeto de la contribución, motivo por el cual, el desarrollador no puede suponerse o asumirse como el sujeto, ya que bajo el principio de legalidad de las contribuciones, los elementos de la contribución deben estar expresamente consignados en una norma legal, lo que en el caso no acontece.
Aunado a lo anterior, se debe decir, que resulta inviable el cobro de un derecho por conexión a los servicios de tratamiento de aguas residuales, ya que la aguas residuales son conducidas a la planta de tratamiento a través del drenaje, y dicho derecho está contemplado en el artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de Los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., para el Ejercicio Fiscal 2023, publicado en el Periódico Oficial del Estado del 27 de diciembre de 2022, que prevé el pago de derechos por conexión a la red de drenaje.
En esas circunstancias, nos encontramos ante la realización de un cobro doble por el mismo concepto.
De acuerdo con lo anterior, deviene ilegal, que en la resolución determinante del crédito fiscal, se establezca el cobro de derechos por concepto de “Tratamiento de aguas residuales”, como lo hizo la autoridad demandada; por

lo cual la resolución deberá declararse ilegal en ese aspecto.”
A juicio de esta Sala Superior, los conceptos de impugnación invocados por el actor, resultan fundados y suficientes para declarar la ilegalidad e invalidez del acto  impugnado; conforme a las siguientes consideraciones.
Como preámbulo, es necesario precisar que conforme al artículo 2 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, en materia fiscal, existe el principio de estricto derecho, que se refiere a que el método primordial para la interpretación de la norma es la de la literalidad;  el cual dispone:
“ARTÍCULO 2º.- Las disposiciones fiscales que se refieran a los sujetos, objeto, base gravable, tasas o tarifas, lugares y fechas de pago, infracciones y sanciones y las que señalen excepciones a las mismas, serán de aplicación estricta, por lo que no podrán interpretarse libremente por las autoridades o por los contribuyentes.

Son disposiciones supletorias de este Código las normas fiscales federales, las normas del derecho común estatal y los principios generales de derecho, siempre que su aplicación no sea contraria a la naturaleza y a los principios del derecho tributario.”

No obstante lo anterior, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las jurisprudencias 2a./J. 26/2006 y 2a./J. 133/2002, al abordar el tema en cuestión, explicó que se pueden aplicar diversos métodos de interpretación a las disposiciones fiscales para desentrañar su significado, cuando de su literalidad se genere incertidumbre sobre su contenido, y que el alcance de la frase aplicación estricta, es que una vez desentrañado el significado se realice la aplicación estricta de las respectivas hipótesis jurídicas, única y exclusivamente a las situaciones de hecho que coincidan con lo previsto en ella.
A continuación se transcriben las Tesis de Jurisprudencia en cita:
“INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS FISCALES QUE ESTABLECEN LOS ELEMENTOS ESENCIALES DE LOS TRIBUTOS. SU ALCANCE EN RELACIÓN CON LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES DE LEGALIDAD TRIBUTARIA Y SEGURIDAD JURÍDICA. Si bien es verdad que el juzgador, al momento de definir los elementos esenciales del tributo, debe partir del texto literal de la norma, como exigencia lógica de su aplicación al caso concreto, ello no implica que le esté prohibido acudir a los diversos métodos de interpretación reconocidos por la ciencia jurídica. Esto es así, ya que los principios de legalidad tributaria y de seguridad jurídica, y las disposiciones legales que establecen fórmulas dirigidas a condicionar la aplicación e interpretación de las normas tributarias, deben entenderse únicamente en el sentido de impedir aplicaciones analógicas en relación con los elementos esenciales de los tributos.
”
“CONTRIBUCIONES. LAS DISPOSICIONES REFERENTES A SUS ELEMENTOS ESENCIALES, AUNQUE SON DE APLICACIÓN ESTRICTA, ADMITEN DIVERSOS MÉTODOS DE INTERPRETACIÓN PARA DESENTRAÑAR SU SENTIDO. El hecho de que el legislador haya establecido que las disposiciones fiscales que prevén elementos esenciales, como son sujeto, objeto, base, tasa o tarifa de una contribución y las excepciones a ésta, son de aplicación estricta, no significa que el intérprete no pueda acudir a los diversos métodos que permiten conocer la verdadera intención del creador de aquellas disposiciones, cuando de su análisis literal en virtud de las palabras utilizadas, sean técnicas o de uso común, se genere incertidumbre sobre su significado, ya que el efecto de lo ordenado por el legislador es obligar a aquél a que realice la aplicación estricta de la respectiva hipótesis jurídica única y exclusivamente a las situaciones de hecho que coincidan con lo previsto en ella, una vez desentrañado su alcance.
”
Por otra parte, el artículo 31 fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, prevé el principio de legalidad tributaria que establece la obligación de contribuir al gasto público de la manera proporcional y equitativa que dispongan las Leyes, cuyo contenido y alcance se concreta en que por Ley debe entenderse un acto formal y materialmente legislativo, por lo cual ha de considerarse que la creación de tributos, así como sus elementos fundamentales son atribuciones exclusivas del legislador.
Lo anterior, además se sustenta con la Jurisprudencia P./J. 106/2006 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto siguiente:
“LEGALIDAD TRIBUTARIA. ALCANCE DE DICHO PRINCIPIO EN RELACIÓN CON EL GRADO DE DEFINICIÓN QUE DEBEN TENER LOS ELEMENTOS CONSTITUTIVOS DEL IMPUESTO. El principio de legalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, exige que sea el legislador, y no las autoridades administrativas, quien establezca los elementos constitutivos de las contribuciones, con un grado de claridad y concreción razonable, a fin de que los gobernados tengan certeza sobre la forma en que deben atender sus obligaciones tributarias, máxime que su cumplimiento defectuoso tiende a generar actos de molestia y, en su caso, a la emisión de sanciones que afectan su esfera jurídica. Por ende, la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, tratándose de la definición de alguno de los componentes del tributo, ha declarado violatorios del principio de legalidad tributaria aquellos conceptos confusos o indeterminables para definir los elementos de los impuestos; de ahí que el legislador no pueda prever fórmulas que representen, prácticamente, la indefinición absoluta de un concepto relevante para el cálculo del tributo, ya que con ellos se dejaría abierta la posibilidad de que sean las autoridades administrativas las que generen la  configuración de los tributos y que se produzca el deber de pagar impuestos imprevisibles, o bien que se origine el cobro de impuestos a título particular o que el contribuyente promedio no tenga la certeza de la forma en que debe contribuir al gasto público.

En ese contexto, en relación a los elementos esenciales de las contribuciones que menciona el artículo 2 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, debemos destacar lo siguiente:
a) El sujeto de la contribución, es decir quién debe pagar la contribución;
b) El objeto de la contribución, es decir que se paga, la materia, actividad, o acto sobre la cual recae la obligación de pago, en tratándose de derechos el objeto recae en el uso de bienes de derecho público del Estado o municipios, así como por los servicios públicos que prestan el Estado o municipios en sus funciones de derecho público;
c) La base de la contribución, es la cuantía de rentas, la cosa o el valor asignado a una riqueza sobre la cual se determina la contribución, en el caso concreto de los derechos por los servicios del Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez, se traducen en las fórmulas para determinar las cuotas y tarifas, a que se refieren los artículos 164, 165, 166, 167, 168, 169 y 170 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; y
d) La tasa, la cuota o tarifa, es la unidad o medida de donde se parte para cobrar el tributo, en el caso de la tasa es un porcentaje que se aplica a la base gravable para determinar la cuantía, y en tratándose de la cuota o tarifa, para efectos de una interpretación literal, se debe tener en consideración que  gramaticalmente son sinónimos, ya que de acuerdo en la Real academia Española de la Lengua tienen el mismo significado
, pues se refieren a la unidad de medida de que se parte para cobrar la contribución.
Ahora bien, respecto del concepto de impugnación identificado como PRIMERO, a través del cual la parte impugnante señala medularmente que el Organismo demandado, en la cláusula QUINTA del convenio de incorporación le determinó un doble cobro de derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos, pues si bien el artículo 16 de la Ley de la Ley de Cuotas y Tarifas, contempla tres tablas, en la primera presenta el concepto completo de infraestructura, y en la segunda y tercera se desglosa dicho concepto en sus cuatro componentes a saber: a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d)  Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo), por lo que no pueden considerarse adicionales y acumulativas, ya que carece de todo sustento en cuanto al objeto de cobro de derechos.
Para refutar los argumentos anteriores, la autoridad demandada se pronunció aduciendo que son infundados e improcedentes, toda vez que el artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas, contempla cuotas y tarifas diferentes, ya que en la primera tabla se contempla la tarifa por concepto de infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos  a que se refiere el capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, y la segunda tabla y la tercer tabla se contemplan las cuotas por infraestructura para conexión a las redes de agua potable y drenaje sanitario, suministro e instalación de medidores, por servicios de infraestructura, para derechos de extracción e infraestructura adicional.

Esta Sala Superior considera que el concepto de nulidad que se analiza es fundado.

En primer término, debe tenerse en cuenta lo que dispone el artículo del artículo 18 la Ley de Cuotas y Tarifas para la prestación de servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, saneamiento y disposición final de aguas residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., para el ejercicio fiscal 2023: 
“ARTÍCULO 18. Las cuotas o tarifas por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, para conexión a las redes de agua potable y drenaje sanitario, suministro e instalación de medidores, por servicios de infraestructura, para derechos de extracción e infraestructura adicional, así como por servicios para el estudio de factibilidad, se aplicarán de acuerdo a la siguiente tabla:

	Para viviendas:
	Tarifa ($)

	Económica: vivienda con subsidio de gobierno, hasta 50 m2 de construcción.
	8,564.34

	Tradicional: vivienda de más de 50 hasta 105 m2 de construcción
	12,091.19

	Media: vivienda de más de 105 hasta 180 m2 de construcción
	15,533.81

	Residencial: vivienda de más de 180 m2 de construcción
	27,557.46


Adicionalmente se cobrará el costo del medidor de acuerdo a lo que establece el Artículo 7° de esta Ley.

1. Para la clasificación del tipo de vivienda, se considerará, además, la zona de factibilidad y clasificación de cobro por uso.

La integración de las cuotas de infraestructura es la siguiente:

Tipo de vivienda (cuota en pesos)

	CONCEPTO
	Tradicional
	Económica
	Media
	Residencial y Plus

	Conexión a la red de agua
	4,992.61
	3,722.98
	6,694.08
	14,614.24

	Conexión a la red de drenaje sanitario
	848.74
	832.91
	1,137.99
	2,484.42

	Derechos de extracción
	3,938.31
	2,562.79
	4,919.66
	6,883.52

	Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo)
	1,886.20
	1,348.46
	2,355.69
	3,294.68


Adicionalmente se cobrará el costo del medidor de acuerdo a lo que establece el Artículo Séptimo del presente decreto.

Para departamentos y asodados (adosados): Edificios (Cuota en pesos)

	
	Social y Mínima
	Económica
	Media
	Residencial y Plus

	CONCEPTO
	(hasta 65 m2)
	(más de 65 m2 a 105 m2)
	(más de 105 m2 a 160 m2)
	(más de 160 m2)

	Conexión a la red de agua
	4,242.00
	7,875.00
	12,594.00
	14,283.00

	Conexión a la red de drenaje sanitario
	721.14
	1,338.75
	2,132.48
	2,428.11

	Otros servicios de infraestructura

	Derechos de extracción
	2,562.79
	3,938.31
	5,143.28
	7,196.41

	Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo)
	1,348.46
	1,886.20
	2,462.77
	3,444.43


Adicionalmente se cobrará el costo del medidor de acuerdo a lo que establece el Artículo Séptimo del presente decreto.

Por cada metro cuadrado (m2) adicional, la cuota o tarifa es $ 83.86 más IVA.

Por suministro e instalación de macro medición el desarrollador o fraccionador deberán pagar conforme al diámetro conforme al precio del mercado vigente.

Para desarrollos fuera del área de factibilidad, la cuota por infraestructura adicional está sujeta a que se construyan las obras de infraestructura hidráulica que técnicamente estime necesarias INTERAPAS para hacer factible la prestación de los servicios a los nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos.

Las cuotas del estudio de factibilidad para la prestación de los servicios públicos de agua potable y drenaje sanitario son las siguientes:
	UBICACIÓN
	RANGO DE TOMAS

	
	1-25
	26-50
	51-100
	101-500
	501-MAS

	DENTRO DEL ÁREA FACTIBLE (pesos)
	3,931.08
	6,551.38
	10,483.69
	16,439.06
	24,969.10

	FUERA DEL ÁREA FACTIBLE (pesos)
	6,551.38
	10,483.69
	15,724.32
	26,208.04
	39,312.03


Los montos a que se refiere la tabla anterior son más IVA y el pago de los mismos se harán dentro de los 10 días siguientes a la notificación de la Resolución del Estudio de Factibilidad.”
En ese sentido, se advierte que el artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas, establece dos contribuciones a cargo de los fraccionadores o urbanizadores, la primera que se refiere a los derechos por infraestructura, para la incorporación de nuevos fraccionamientos, y la segunda respecto de los derechos por los servicios de estudio de factibilidad; siendo la primera de ellas la que aquí interesa por ser la materia de la litis; dicha contribución tiene como objeto la conexión a la red de agua potable y alcantarillado, ya que se cobra por incorporar el nuevo fraccionamiento o desarrollo urbano a la red existente.
Para establecer las tarifas, el legislador tomo en consideración varios criterios, en primer lugar distingue por tipo de edificación en viviendas y edificios (departamentos y adosados); y en un segundo criterio se establecen tipos de viviendas atendiendo a los metros cuadrados de construcción, estableciéndose tarifas diferenciadas para cada tipo de vivienda.
Asimismo, para viviendas y departamentos establece dos tablas tarifarias, que coinciden en el elemento objeto de la contribución, es decir los conceptos de cobro, ya que en ambos casos se cobran los siguientes conceptos a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d) Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo); pero se distinguen por su monto, ya que el monto de la tarifa unitaria y la tarifa descompuesta difiere, de lo que se sigue que el legislador estableció mínimo y un máximo para la individualización de la tarifa en cada caso, para lo cual debe atender, como lo indica el párrafo segundo la zona de factibilidad y la clasificación de cobro por uso.
Lo cual se sustenta en las siguientes consideraciones:
a) La Ley de Cuotas y Tarifas está relacionada a la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, por lo cual para identificar los elementos de la contribución, debemos tomas en consideración ambas Leyes;
b) El sujeto obligado al pago de las contribuciones previstas en el artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas lo podemos identificar, de la lectura del Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, concretamente en su artículo 159 párrafo segundo donde se establece que una vez aprobado el proyecto hidráulico, el fraccionador o urbanizador contará con quince días hábiles para realizar el pago de las cuotas de conexión;
c) De acuerdo a lo que dispone el artículo 170 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, las cuotas por infraestructura comprenden las siguientes: a) Por cooperación; b) Por instalación de tomas domiciliarias; c) Por conexión de servicio de agua; d) Por conexión al drenaje o alcantarillado, y tratamiento de aguas residuales provenientes de uso doméstico; e) Por conexión al drenaje o alcantarillado y tratamiento de aguas residuales provenientes de actividades productivas, comerciales o de servicios, cuando la descarga se realice por debajo de las concentraciones permisibles, conforme a las normas oficiales mexicanas en materia ecológica y las condiciones particulares de descarga vigentes, en los términos de la legislación de equilibrio y protección al ambiente; f) Por conexión al drenaje o alcantarillado y tratamiento de aguas residuales provenientes de actividades productivas, comerciales o de servicios, cuando la descarga se realice por arriba de las concentraciones permisibles, conforme a las normas oficiales mexicanas en materia ecológica y las condiciones particulares de descargas vigentes, en los términos de la legislación de equilibrio ecológico y protección al ambiente; g) Por instalación de medidores. h) Por otros servicios de infraestructura; lo que nos permite concluir que las cuotas por conexión a que se refiere el artículo 159 párrafo segundo están clasificadas dentro de las cuotas de infraestructura;
d) En ese orden de ideas, de un estudio conjunto de los artículos 18 de la ley de Cuotas y Tarifas, y los artículos 159 párrafo segundo y 170 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, es válido concluir que el pago de los derechos se da por la conectividad a las redes de agua potable y de drenaje existentes, es decir, se obtiene que el objeto de la contribución consistente en derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos, es la incorporación material, que se da mediante la conexión del nuevo fraccionamiento o desarrollo inmobiliario a las redes de agua potable y de drenaje existentes, cuya administración y gestión corresponde al Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez;
e) El primer párrafo del artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas define como objeto de la contribución los siguientes conceptos a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d)  Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo), es decir, el objeto materia del cobro de derechos por infraestructura que se particularizan en la tarifa expresada en la tabla número uno sucedánea; ya que si bien es cierto dentro del primer párrafo se alude a conceptos como: “…suministro e instalación de medidores…”, y “…servicios de estudio de factibilidad…”, atendiendo a la literalidad e integridad de la disposición, en cuanto al primero remite para su cobro al artículo 7 de ley de Cuotas y Tarifas que establece las cuotas por medidores, y la tarifa relativa a los estudios de factibilidad se define la última tabla de  artículo 18 a estudio, por lo cual, únicamente quedan como conceptos de cobro los arriba citados;
f) Adicionalmente se debe tener en consideración que del párrafo cuarto y la segunda tabla del artículo 18 del Ley de cuotas y tarifas, se desprende que las cuotas de infraestructura se integran por los conceptos de: a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d)  Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo);
g) Las dos tarifas se refieren a los mismos conceptos de cobro, que son a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d)  Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo); ya que como se ha establecido en el razonamiento anterior, los conceptos de cobro referidos a la tarifa de la primera tabla, se encuentran expresados en el primer párrafo del artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas, y éstos resultan ser los mismos conceptos de cobro que se contienen en la segunda y tercera tabla, la que además se estructura conforme a la clasificación de viviendas hecha en la primera tabla, de modo tal que ambos son los arriba indicados;
h) Si bien las tarifas tienen identidad en el elemento objeto de cobro, se distinguen en la cuantía, ya que si sumamos las cantidades correspondientes a los conceptos de cobro para cada tipo de vivienda y departamento, contenidas en la segunda y tercera tabla, y el resultado lo comparamos con la tarifa establecida en la primera tabla, podemos advertir que hay diferencia monetaria en ambas tarifas, por lo que es de concluirse que el Legislador estableció dos tarifas coincidentes en su objeto de cobro, pero diferenciadas por su cuantía;
i) Entonces, como existe coincidencia en el elemento objeto de la contribución, ya que ambas tarifas se  refieren a los conceptos de cobro de a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d)  Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo); esto impide que se pueda considerar que las tarifas son acumulativas o que se suman, ya que además de que ello no está literalmente incorporado en el enunciado normativo, se estaría considerando un cobro doble, que es precisamente de lo que se duele la parte actora, es de concluirse, entonces que las tarifas son diferentes pero concurrentes;
j) Por tanto, lo conducente es concluir, que el legislador estableció las tablas tarifarias que contemplan un mínimo y un máximo para el pago de la contribución, por lo cual la tarifa debe ser individualizada  en cada caso, para lo cual debe atender, como lo indica el párrafo segundo del artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas a la zona de factibilidad y la clasificación de cobro por uso, y entonces ubicar la tarifa de cobro de manera fundada y motivada dentro del parámetro de mínimo y máximo definido por el legislador.
Por otra parte, la autoridad demandada señala en la contestación, que el artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas, contempla cuotas y tarifas diferentes, ya que en la primera tabla se contempla la tarifa por concepto de incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos  a que se refiere el capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, la que se determina de acuerdo a los metros cuadrados de construcción de vivienda; siendo que, en la segunda tabla y la tercer tabla se contemplan las cuotas por infraestructura concernientes a  la conexión a la red de agua potable, conexión a la red de drenaje sanitario, derechos de extracción e infraestructura adicional, que consideran la zona de factibilidad y la clasificación por uso, como lo indica el artículo; lo cual es infundado.
Lo anterior, toda vez que no se debe perder de vista, que como se ha señalado, atentos a la literalidad del primer párrafo del artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas, y su interpretación sistemática con los artículos 159 párrafo segundo, y 170 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; se obtiene que el objeto de la contribución consistente en derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollos urbanos, es la incorporación material, que se da mediante la conexión del nuevo fraccionamiento o desarrollo inmobiliario a las redes de agua potable y de drenaje existentes, cuya administración y gestión corresponde al Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez; de ahí, que los derechos por infraestructura se descomponen en los conceptos de cobro siguientes: a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d)  Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo).

Al respecto, se debe decir además, que en una incorporación formal, debemos preguntarnos, entonces porqué se cobra, cual es el servicio público que recibe el fraccionador al desarrollador y por el cual debe pagar derechos, cuestionamiento que tiene como respuesta, que no se recibe ningún servicio, por lo cual es evidente, que en el interpretación propuesta por la autoridad demandada no existe el elemento objeto de la contribución, lo que nos conduce a concluir que dicha interpretación no es jurídicamente válida.
En ese sentido, es válido concluir que el pago de los derechos se da por la conectividad a las redes de agua potable y de drenaje existentes, es decir una incorporación material a las redes del Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez, y no por una incorporación formal como lo pretende hacer ver la autoridad demandada, porque como se ha establecido, una interpretación en ese sentido carece del elemento objeto de la contribución, es decir, no está justificado porque debe pagar el particular, porque servicio efectúa el pago de derechos.
Y por consiguiente, se concluye, que el legislador estableció las tablas tarifarias que contemplan un mínimo y un máximo para el pago de la contribución, por lo cual la tarifa debe ser individualizada  en cada caso, para lo cual debe atender, como lo indica el párrafo segundo del artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas a la zona de factibilidad y la clasificación de cobro por uso, y entonces ubicar la tarifa de cobro de manera fundada y motivada dentro del parámetro de mínimo y máximo definido por el legislador.
Por otro lado, en cuanto al segundo de los conceptos de impugnación, donde el accionante se duele de que en el acto impugnado, indebidamente se le determinó el pago de derecho por concepto de tratamiento de aguas residuales, respecto del cual niega lisa y llanamente encontrarse en la hipótesis legal de causación, ya que por una parte no está previsto en los derechos por incorporación de nuevos fraccionamientos a que se refiere el artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas, y que el artículo 13 de la misma Ley que refiere a la conexión al servicio de tratamiento de aguas residuales, no establece como sujeto al fraccionador, por lo que no puede suponerse  o asumirse como sujeto de la contribución, además que es inviable el cobro del servicio por conexión al tratamiento de aguas residuales, si las aguas residuales son conducidas por el drenaje, y el citado artículo 18 prevé el pago de la conexión al drenaje.
Esta Sala de segunda instancia considera que el concepto de nulidad a estudio es fundado, conforme a las siguientes consideraciones.
En efecto, tal y como lo aduce la parte actora, en el artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas, el tratamiento de aguas residuales, no está previsto como componente de los derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollo urbanos, a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, pues los componentes son los siguientes: a) Conexión a la red de agua potable; b) Conexión a la red de Drenaje; c) Derechos de extracción; y d)  Infraestructura adicional (perforación y equipamiento de pozo).
Ahora bien, los artículos 13 y 14 de la Ley de Cuotas y tarifas, que se refieren a los derechos por servicios de tratamiento de aguas residuales, establecen literalmente lo siguiente:
“ARTÍCULO 13. Las cuotas o tarifas por conexión y servicio de tratamiento de aguas residuales se pagarán por un monto equivalente del 22% de la cuota correspondiente por conexión a la red de agua potable, independientemente de los costos derivados por los trabajos necesarios para hacer la conexión a la red de drenaje.

ARTÍCULO 14. Para cubrir el servicio de tratamiento de aguas residuales, se aplicará un 22% sobre el monto del consumo del servicio de agua potable y lo pagará el usuario en el recibo del agua.”

De los artículos transcritos, se advierte, que el sujeto obligado al pago de los derechos por tratamiento de aguas residuales, es el usuario del servicio de agua potable, interpretación, que es compartida por la autoridad demandada, en cuanto señala en la contestación, que la conexión al servicio de tratamiento de aguas residuales se cobra al usuario al momento de la contratación.
Asimismo, el Organismo demandado refiere en su contestación de demanda que el pago de derechos por concepto de “tratamiento de aguas residuales”, de acuerdo con el artículo 13 de la Ley de Cuotas y Tarifas, y los artículos 136 y 159 párrafo segundo de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, se trata de dos cuotas, una la que paga el fraccionador conforme al citado artículo 159, y la otra que paga el usuario al momento de la contratación en términos del citado artículo 136, ambos de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí.

Argumento que resulta infundado, ya que la propuesta de la autoridad demandada, se refiere a un doble cobro por la conectividad al servicio de tratamiento de aguas residuales, puesto que considera la conectividad al servicio de tratamiento de aguas residuales,  lo pague el fraccionador o desarrollador, y posteriormente el Usuario, es decir quien adquiera la vivienda, lo que carece de sustento, sobre todo considerando que el artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas, no prevé el pago por conectividad al tratamiento de aguas residuales a cargo del fraccionador.
Por tanto, tal y como lo aduce la parte actora, no es sujeto obligado al pago de la conexión al servicio de tratamiento de aguas residuales, que le fue cobrado en la resolución determinante del crédito fiscal.
Así las cosas, la determinación del crédito fiscal contenida en la cláusula QUINTA del convenio de incorporación ********** de nueve de febrero de dos mil veintitrés, resultó ilegal por haberse dictado en contravención a las disposiciones legales aplicables, concretamente las contenidas en concretamente las contenidas en los artículos 13, 14 y 18 de la ley de Cuotas y Tarifas para la prestación de servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, saneamiento y disposición final de aguas residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., para el ejercicio fiscal 2023, razón a lo cual se actualiza la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250 fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
En consecuencia, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ilegalidad e invalidez del acto impugnado consistente en la determinación del crédito fiscal, contenida en la cláusula QUINTA del convenio de incorporación ********** de nueve de febrero de dos mil veintitrés, referente a los derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollo urbanos, a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, para 25 veinticinco tomas de agua e igual número de descargas sanitarias, de las cuales 04 cuatro tomas son destinadas para departamentos tipo económico, 17 diecisiete tomas destinadas a departamentos tipo medio, 03 tres tomas para departamento tipo residencial y 01 una destinada para servicios generales para el proyecto **********; por lo que se decreta su nulidad para efectos.
En ese tenor, a efecto de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, en términos de lo dispuesto por el artículo 252 párrafo primero del citado Código, se ordena a la autoridad demandada que emita un nuevo acto debidamente fundado y motivado en el que:
I. Se abstenga de establecer un doble cobro de los derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollo urbanos, a que se refiere el Capítulo II del Título Sexto de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, y de acuerdo con lo resuelto en la presente Sentencia, individualice de manera fundada y motivada la tarifa aplicable al caso concreto, la que deberá ubicarse dentro del rango de mínimo y máximo establecido en las tablas tarifarias del artículo 18 de la Ley de Cuotas y Tarifas;
II. Se abstenga de establecer el cobro del concepto “servicio de tratamiento de aguas residuales”, porque el fraccionador o desarrollador no es sujeto de dicha contribución;
III. En su caso, ordene y realice la devolución a la parte actora de lo pagado indebidamente.
Habilitación de notificación de sentencia.

Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado **********, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 155. 156, 248, 249, 250 fracción IV, 251 primer párrafo y 252 primer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se:

RESUELVE

PRIMERO. Se REVOCA la sentencia emitida por la Segunda Sala Unitaria el veinticuatro de octubre de dos mil veintitrés, en el juicio contencioso administrativo **********, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el considerando octavo de esta resolución.

SEGUNDO. Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en la determinación del crédito fiscal, contenida en la cláusula QUINTA del convenio de incorporación ********** de nueve de febrero de dos mil veintitrés, referente a los derechos por infraestructura para la incorporación de nuevos fraccionamientos o desarrollo urbanos; y, por consecuencia, la NULIDAD del mismo, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el último considerando de esta sentencia. 
Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal la parte actora y por oficio a la autoridad demandada; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la Licenciada Teresa de Jesús Molina Aguiñaga, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. Rúbricas.
“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� “ARTÍCULO 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


� Fojas 38-40 del Toca.





�Foja 52 y 53 del Toca.





�“Artículo 154. …


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.





“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.” 





�“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


� Fojas 76 del juicio de origen.


�“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.


� https://www.inegi.org.mx/temas/uma/


� Fojas 76-78 del expediente de origen.


� Foja 100 y 101 del juicio de origen.


� Foja 105 del juicio de origen.


� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 169785 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: VI.1o.A. J/44 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVII, Abril de 2008, página 2195 Tipo: Jurisprudencia





� Diccionario Jurídico Mexicano, Tomo A-CH, Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, Editorial Porrúa, Décima Segunda Edición, México, 1998, página 693.


� Registro digital: 202291, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Civil, Tesis: I.5o.C. J/4, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo III, Junio de 1996, página 541, Tipo: Jurisprudencia.


� Registro digital: 175569 Instancia: Segunda Sala Novena Época Materias(s): Constitucional, Administrativa Tesis: 2a./J. 26/2006 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, Marzo de 2006, página 270 Tipo: Jurisprudencia.





� Registro digital: 185419 Instancia: Segunda Sala Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: 2a./J. 133/2002  Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XVI, Diciembre de 2002, página 238 Tipo: Jurisprudencia.





�“Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos: (…)


IV. Contribuir para los gastos públicos, así de la Federación, como de los Estados, de la Ciudad de


México y del Municipio en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las


leyes.”


� Registro digital: 174070 Instancia: Pleno Novena Época Materias(s): Constitucional, Administrativa Tesis: P./J. 106/2006 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIV, Octubre de 2006, página 5 Tipo: Jurisprudencia.





� Cuota tributaria. 1.f. Der. Cantidad de dinero que corresponde pagar a un sujeto pasivo como consecuencia de la aplicación de un tributo.


Tarifa.-1. f. Tabla de precios, derechos o cuotas tributarias.


�“Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”


“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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